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l N T R o D u e e I o N 

Las disposiciones·- relat~vas a' los medios de im­

pugnación de los actos_y resoluciones administrativas, se 

les conoce com-o "recursos", conservando el espíritu del 

legislador de 1938 en cuanto a que no habría recurso en 

ausencia de la noirna, de tal suerte que únicamente ten --

drían tse carácter los otorgados expresamente en la ley. 

( . ) 
Reflexionando acerca de los recursos, y en espe­

cial el de revocación, nos propusimos elaborar el presen-

te trabajo con conceptos teóricos 1 aspectos derivados de 

la vida diaria del litigante. 

Por ello nos remontamos al Derecho Romano. Hici-

mas breves reflexiones al respecto en los Derechos Argen-

tino, Francés, Español y por consecuencia en el Derecho 

Positivo Mexicano, coincidiendo en que los recursos son 

facultades de las que goza el particular para impugnar un 

acto que lo lesiona. 

Introduciéndonos al examen del recurso de revoca-

ción, estudiamos sus características, naturaleza, las op -

cienes a seguir, personalidad en su interposición, proce -

dencia y aplicabilidad del recurso y efectos de la resolu-

ción impugnada. 

( * } Herrera Cuervo Armanac.- Recursos Administrativos y 
Suspensión del Procedimiento Administrativo de Eje­
cución. Ed. Porr~a. 1976. 



.----. , __ . 
tancia conocer- como es aplicable en nuestro" oerecho, en 

la p_rác_tic_~ fc:>re?:~.~ y~ ello nos llevó a saber de. la inter­

posición del recu.rso, sus-requisitos, donde puede interp~ 

nerse, medios para ello, plazos, sustanciación del mismo 

y facultades de la autoridad que lo conoce, tanto para p~ 

dir informes como para resolverlo a tiempo. 

Y finalmente presentamos a su consideración las con 

clusiones a las que nos J.lcvó el trabajo elaborado .. 

Con él me honro y espero haber contribuido a una m~ 

desta aportación del recurso tan especial como lo es el 

de revocacíón. 
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ANTECEDENTES 

a) _En las. t:eor.í.as Civil"~ fiScal y proce,sal los reCU!: 

sos han sid¿-·_·o~j~i::~::\¡e -~~r¡~~as~ inV~stigaciones~ 
-'--- ~~¡nci~Í~~d~--~-~-L;~-~_efi~ia'r 9~_e_~_los conductos más fr~ 

cuentes Par~·:,_c~~b~tir ·¡~~ -~esoÍ.uciones jurisdiccionales y 

a:am~~iS.tra·~-~'vcl~:;,·:·ae ~-:io::q~e se infiere, como lo dicen De Pi 

na y L~-~ra·ria-g~--·~(i-) -~uri si todos los recursos son medios -

de impugnación, ·la' propuesta inversa no es válida. Ya que 

dentro del concepto lato de medio de impugnación , deberán 

incluirse el juicio de autónomo de garantías y algunos 

otros, entre los que se encuentra el recurso extraordina-

ria de la Ley Española del 3 de febrero de 1881. Y los pr.2. 

cedimientos incidentales de impugnación, como lo es el de 

nulidad de notificaciones, según lo enseñan tan distingui-

dos maestros. 

Si tratásemos de llegar a la raíz filosófica que -

justificará la creación de los recursos, la encontraríamos 

en la factibilidad de los actos humanos en todos los órde-

nes que requiere el establecimiento de un control capaz de 

( 1) De Pina y castillo L.J. Instituciones de Derecho Pr2 
cesal Civil, pág. 373. Ed. Porrúa, S.A. 
México, 1974 



corregirlos. En el caso concreto de nuestra materia, debe 

siempre suponerse, que la autoridad administrativa, al r~ 

solver todos los asuntos de su competencia y aún en el d~ 

sarrollo general de sus tareas, estará siempre sujeta a -

la posible comunicación de errores. Es necesario pues, 

-instituir un sistema que permita al particular obtener la 

rectificación de los actos ilegítimos. Esto se logra en -

buen grado mediante el establecimiento de los recursos. 

De cualquier forma que estos medios impugnativas_ 

sean analizados, siempre tendrá vigencia la siguiente 

citación de Lerdo de Tejada. 

•Los recursos contribuyen al afianzamiento de la 

seguridad jurídica, ya que seria inconcebible la adminis­

tración de un estado de derecho sin los recursos adminis-

trativos o medios juridlcos que mantuvieser. el principio 

de le':Jalidad dentro de lo público" { 2 }. Administración 

Pública. 

Dentro del ámbito jurisdiccional, asimismo, se ha 

precisado en inmejorable forma la naturaleza de los recU!. 

sos administrativos y su verdadero alcance dentro de la -

materia fiscal. En efecto, el Primer Tribunal Colegiado -

( 2 ) Lerdo de Tejada Francisco. Código Fiscal de la Fe 
deración comentado y anotado. pág. 218. Dentro ae 
Investigación Tributaria. México. 1972. 



en Materia Administrativa del Primer Circuito, en una 

tr3scendenta.1 ·-juri~pr1Jdencia, ha sostenido: 

"Recursos Admin1strativos, procedencia. de los .. No 

siendo manif ieSta la improcedencia de los recursos admi-­

nistra'tivos, a\íO siendo opinable la cuestión, las activi­

dades· deben- entrar al fondo de los asuntos que se le plan. 

tean, pues los recursos, juicios y medios de defensa en -

general, han sido creados para otorgar a los ciudadanos -

medios legales de facilitar la defensa de sus derechos, -

por lo que al examinar su procedencia, no deben ser trat~ 

dos con un rigorismo que los convierta en trampas preces~ 

les que, en vez de facilitar, obstaculicen la defensa de 

tales derechos. La intención del legislador no debe esti-

marse como la de crear un laberinto en el que se extra --

vien los afectados por resoluciones administrativas, sino 

como medioE para lograr, en un~stado de derecho, la solu­

ción ·legal de los conflictos y controversias. ( 3 ) .. 

La Comisión Redactora plasma que: ~contra las re-

soluCíones dictadas en materia fiscal federal, solo proc~ 

derán los recursos administrativos que establezcan este -

códig~_o.\'?s demás ordenamientos fiscales. 

( 3 ) Infine 1973. Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Prir.1er Circuito. Pág. 8. 



"Cuando no existe recurso administrativo, será Í!!! 

pr.ocede:nte cualquier instancia de reconsiderüción'· 

1'Las resoluciones que se dicten como consecuencia 

de recursos nO establecidos legalmente, serán nulas. Di-­

cha-·nulidad s_erá declarada, aún de oficio ·por' la .autori -

aaa :·s.uperior a la que hubiere dictado la resólución si· é.§. 

ta -_no m0:difica, en favor ae1 -particular,-, la primera r:eso­

lución; ·si hubiere modificación favorable al particular -

· 1.a nulidcÍd -d.e la_ nu~va resolución sólo podrá ser declara­

-da. POr -e~· Tribunal Fiscal 11 y consagra los r~_éursos que -ei­

pres~mente ha creado el Código, a saber: de revocación, -

·.oposición al ·proce.dimiento ejecutivo; opinión de tercero: 

rec~amación.de preferencia y nulidad de notificaciones. -

Defensas no ejercitables en-contra de resoluciones o ac--

tos que sean consecuencia de recursos establecidos;· en 

otras leyes fiscales. 

Cama se infiere de· la. lectura del: propia Código y 

de ~las definiciones" tr.~nScrit¿~-~ a':, b~~~~·~úi~~i~r-~~·)i:o~:\:~~ .· 
1:'.-;_;-

cursos, la auto.riaaa PUec'Íe·-.·.r-~V~-~-a-r¡< .~~ód.iflC~r~,1::ob~íifi~~,~: ~º"·~--

o confirmar' el acto imPu~.n,~ao·. .\~ '._ :·;/ ;.-::~~~: ·~.:;·;2: ·-. .. · 
varias diferencias. se h~n ciad~ ._,ae ;ias .. ··re·c~rSéni~'ad-



ministrativas que satisfacen loG requisitos lógicos del -

género ¡)r6~im:q y de la diferencia específica. 

Entre ellas destacaremos la Ue Marienhoff, para -

quien: "El recurso administrativo es un medio de impugnar 

la decisión.de una autoridad administratiya, con._el obje-

to de obtener, eñ sede administrativa, su reforma o extin 

ción ( 4 l. 

Así encontramos los diversos conceptos Y.,__.antece-

dentes en los Derechos Romano, Argentino, Francés, Espa--

ñol y Positivo Mexicano. 

( 4 ) Marienhoff Miguel. Tratado de Derecho Administra ti 
va, Tomo I, Pág. 640, Ediciones Glem. Buenos AireS, 
1965. 



bl Derecho Romano 

cómo~no:existian medios efectivos para.poder impugnar 

las sentencias que tenían fuerza de cosa juzgada, las pa~ 

tes solo en casos excepcionales podían hacer valer el ve­

to de los tribunos, que consistía en oponerse a la deci-­

sión- de un magistrado -a través de otr-o que gozara de 

igual o mayor jerarquía; a esto se le conocía como 11 Et-v~ 

to ~de .1=.~~ -~r.lbunos" y rei\lmente no tenía con~istencia de 

un -recurso, __ pues solo era una forma de que una ref:lolución 

dictada por un magistrado no se fuera a llevar a ·ca~oo-,-

La in integrum restitutio se utilizaba par~ enmeridar 

los errores presentados durante el procedimiento y .. -~o .. dO.n. 
tra la sentencia del juez, por lo tanto precedió·en.co~di 

cienes excepcionales y consistía en la "d~c.i.S);4~: .~~- vir--

tud de la cual el pretor, teniendo por no"·· sUcedida la_, ca.Y 

sa del perjuicio dcstruia los efectos po~-~~rÍd~, ia:s .cosas 

en el estado que estaban a_ntc~_ ~ 5 '> 
=----

La revoca tia in duplum. Se utiliZaba·--en- _e1 caso "Cie~ 9ue -

una de las partes se consideraba que lo habian condenado 

injustamente, recurria a este proCedimiento que al decir 

( 5) Petit Eugene Tratado Elemental de Derecho Romano 
Edit. Nacional Mex. 1953. Pag. 692. 



del maestro Pallares se asemeja a nuestro actual recurso 

de revocación y consistía en que la sentencia que se con-

siderara injusta fuera revocada por el magistrado; pero -

en el caso de que la sentencia si fuera justa, al recu---

rrente se le aplicaba una condena doble. 

En el Imperio al organizarse los tribunales en instan 

cias, se dá "La apella tia" que hasta nuestros días ha 

trascendido y cuya aplicación era y es la de suplir la 

sentencia del inferior por la del superior jerárquico, p~ 

diendo -llegar en aquel tiempo hasta con el emperador (6) 

y tenía~ la particularidad de que admitían a sentencias -

definit~vas· é inteilocutorias y exceptuaban a las dilato-

rias. 

Entre lils ~Cara:cterís.ticas -de. este recurso estaba el -

que_ ias::'Pa~~es'-po.dían ·a.pelar·: t~ntas_:_ veces como tunciona-­

riOs ex.istieren; asimismo y-~ ~n caso de que la apelación -

no se presentara ante E'.!l_ suPerior jeré.rquico, esto no era 

moc.ivo para. de~_e_<?i:1_~-~ el_ re:·c~rso. 

En el Derecho de Justiniano el recurso de apelación -

estaba definido como la queja que se formulaba ante un m~ 

gistradc jerárquico superior por el agravio que infirió -

(6) Sohom Rodolfo .. " Instituto de Derecho Privado, Roma­

no". Graf. Panam. Hex. 1951. Pag. 413 

10 
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un magistrado ~e categoría inferior, al pronunciar una r~ 

solución en perjuicio -del ápelante. 

AdiciOnalmente existían apelaciones judiciales con-

tra s~ntencias definitivas y excepcionalmente contra sen­

tencias interlocutoria·s: y apelaciones.- extra judiciales 

que se interponían contra actas administrativas como en 

el caso de las decuriones {que era el' nombramiento de un 

representante de las colonias o municipios romanos a modo 

de senadores de Roma). 

Estas apelaciones podían ser interpuestas· p6r las 

partes y terceros que tuvieren interés, quedan.do · 1a sen­

tencia apelada suspendida en tanto no se definiera la re­

solución de la apelación. 

La retreeta. Era el recurso promovido a una· senten-

cia dictada en última instancia y su vigencia criiadados­

ai\os después de que el magistrado que la había fall~ao·, 

dejaba de estar en funciones. {7) 

Por otra parte la consultatio muy especial-·-en--su aPli 

cación, dado.que solo era procedente contra sentencias die-

tadas por jueces pertenecientes al rango de los ilustres. 

Y quién impugnaba la resolución solicitaba del príncip~ un 

(7) Pallares Eduardo Derecho Proc. Civil. Ed. Porrúa-, 

S.A. M~x. 1961. PAg, 558, 



reescripto que decidiera sc~::irc los agravios que hacía va­

ler~ por su parte el funci~na.rio defendí.a su resolución -

mediante ur1 contra ocurso. 

e) Derecho Argentino,.- En el Derecho Argentino, Rafael 

Bíelsa establece qu~ las reglas sobre revocabilidad se d~ 

termina de acuerdo a la especial naturaleza de los actos 

administrativos, ya sea rcf~rcnte al órgano del cual ema­

na al acto o bi6n con la razó~ o fundamento de la revoca­

torio. Y en el ámbito administrativo los principale's re-­

cursos son el de revocación y el jerárquico. 

Al de revocación lo define como el que se promueve_ 

ante la autoridad que ha dictado un acto irreg~la'r~ si-' n6 

es absolutamente nulo y sometido a otra jurisdicci_~n; -tam 

bién se aplica cuando el acto el ileqítirno o inoportuno. 

Por lo que hace al recurso jerárquico se considera_ 

como una reclam;ición que se promueve contra un acto o de­

cisión de un funcionario administrativo ante su superior_ 

jer&z:quico con la finalidnd de modificar o revocar su, re­

solución al considerarse que el derecho o interés del re­

currente ha sirlo lesionado; además se vá desenvolviendo -

sin limitación de grados, terminando en el órgano suPremo 

que es el Ejecutivo Federal o Estatal. 

12 
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Así el recurso e:s el modo de extinguir o.modifi~ar una r~ 

solución de carácter ejecutivo, excluyendo el ejercicio -

del .recurso o acción judiciul, es decir que aquí se apli­

ca. -la regl0: una vía electa ·non datur .reg:ressus al alterarn 

( 8) 

Fínalffic.nte -el -autor afirma que en este recurso- el supe -­

rior revisa el acto del inferior, pudiéndolo, e~~ingui~, -

e m~difi'c~r o sustituirlo por- otro. Por tanto la- resoltición 

promovida en vía jerárquica causa estado, ya .que_solo-~e~ 

pués de ella, solo puede promoverse el· recurso ju,r_isdic-­

cional contra la administración pÓ.blÍ.ca, --ya sea contenci2 

so administrativo o judicial, según el caso y.sistema im-

perante • 

. d) El Derecho Prancés. Al respecto el maestro Andres s~ 

rra Rojas nos dice que existen tres categorías princ~pa~-

le.s: 
"" 

1) El recurso gracioso o recurso a la autOZ:.idad-,~0-~·?·i::- i~-

formado, esto es se interpone ante la misma aU~6-~icfá'd q':1~ 

ha tornado la decisión. 
. _:,-·.,:. 

2 l Recursos jerárquico. El que la autoridad emis'ó~~~d'.'_l': ... ' 

acto dirige al superior jerárquico, 

(8) Bielsa Rafael. DerPcho Administrativo. Buen~s Aires 
1949. Págs. 302-305. 



3) El recurso de tutela. Que es el que se dirige a la ay 

toridad que ejerce el control de tutela sobre la autori--

dad de que se queje (~} 

e) Derecho Espaftol.- Al respecto Jesús González Pérez, -

nos dice que desde el punto de vista del régimen de los -

recursos se distinguen tres tipos de recursos: Los ordin-ª. 

rios, los especiales y los extraordinarios o excepciona--

les. 

Los recursos ordinarios son admisibles siempre que no 

exista un precepto que los excluya, y su fundamentación -

puede aducirse a cualquier infracción del ordenamiento ju 

ridico y que el acto objeto del recurso haya agotado o no 

la vía administrativa. 

El recurso de reQosición se dá contra los acto~ que ago-­

tan la vía administrativa, debiendo ser resuelto por el -

mismo órgano que dictó el acto impugnado. 

El recurso alzado.- Se dá contra los actos que no agotan 

la vía administrativa y tendrá que resolverlo el superior 

jerárquico del órgano que dictó el acto impugnado. 

Recursos Especiales.- Se dan en los supuestos concretos 

señalados por la ley como: 

(9) Serra Rojas Andrés. D~recho Adoinistrativo. Sexta 
Edición Tomo II. Ed. ;crr6a. 1974. págs. 452-453. 
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Recurso Económico-Adniinistrativo, que sólo se dá como su 

nombr-~ lo indica en mate.ria económico-a~Í.nistrativa. 

RéCurso de' Súplicá<- se··dá .. f-r~rite 'a r·esaiuciones que nor-
·- ", . ., 

malmente agotan la ~.iá arunl.nistrativa. 

Recurso de' ReP~sl~i'ó~;j:I_ i::~,t~~:·~~16''-.-~e·~-'~á. en·-supuestos es-

peciales.-

Recursos Excepcionale~.- Se dan contra actos administrati 

vos firmes en los que no cabe recurso alguno ordinario o 

especial. El supuesto típico es el recurso de_ revisión 

(Artículo 127 de la Ley de Procedimientos Administrativo 

Español) ( 10) 

El jurista Segismundo Royo Villanova clasifica a los re--

cursos administrativos, conforme al órgano que conoce y -

resuelve, como de reposición y de alzada distinguiéndose 

el primero por ser la misma autoridad que dictó la resol~ 

ción la que resuelve, y en el jerárquico quien resuelve, 

es el superior jerárquico de quien emitió la resolución -

impugnada. (lll 

Derecho Mexicano.- En el Derecho Positivo Mexicano, exis-

ten diversas clasificaciones, por ejemplo el maestro Gabi 

no Fraga nos dice que el Recurso de reconsideración equi-

( 10 ) 



vale al de reposición que !leñala el Derecho Espai\ol y el 

Re .. urso jerárquico, es la revisión propiamente. ( 121 

Por su parte el Lic. Antonio Carrillo Flores presenta la 

sigaiente clasificación: 

Oposición o de Reconsidetación, que se. interpone ante la 

misma autoridad y 

El jerárquico que se hace valer- -ante la autoridad supe--

rior ( 13 ¡ 

Don Andrés Serra Rojas, clasifica a los recursos en: 

Ordinarios como son los que pueden interponer ante la 

misma 3utoridad que dictó la resolución que agravia al -

particular y puede ser contra cualquier acto. Aoriendo -

el procedimiento co~tencioso-administrativo; estos recu~ 

sos agotan la vía administrativa. Dentro de esta clasifi 

cación se encuen~ran también aquellos que no agotan la -

vía administrativa y que se pueden interponer ante el s~ 

perior jerárquico de la autoridad que dictó la resolución 

que causa agravio al particular. 

Los especiales pueden afec~ar o no la vía administrativa 

y se interJonen ante un órgano administrativo especial o 

distinto de los órganos que dictaron la resolución recu-

( 12) Fraga Gabino. Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. 
México. 1979. pág. ~4:i. 
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(13) Carrillo FlorPs Antonio. La Defensa Jurídica de los 
Particulares Frente- a la Administración en México. 
Ed. Porrúu. Méx1co. 1939. pág. 113. 



rrida ( 14 J 

En c"uanto al Maestro Alfonso Nava Negrete, hace-dos' gru-

pos previa comparación de las clasificaciones doctrina-­

rias y las que establecen nuestros ordenamientos jurí~i-

cos, a saber: 

El de reconsideración que es del que se conoce y resuel-

ve la autoridad r~sponsable de los actos impugnados y 

El de ::evisión que son todos aquellos de los que se cong, 

ce la autoridad diferente a la responsable del acto obj~ 

to de la impugnación, pudiendo ser el superior jerárqui-

ca del que dictó e! acto impugnado o un órgano adrninis--

trativo especial. Con esta clasificación, se ve clararneg 

te la posibilidad de la autoridad de reconsiderar su pr~ 

pio acto y el de revisar el ajeno. ClSl 

En Espafta al recurso de reconsideración suele llamársele 

17 

de reposición y al de revisión s~ le denomina recurso j~ 

rárquico impropio y recurso Jerárquico recurso de alzada. 

Lo importante del recurso no es su denominación sino que 

radica en sus efectos. 

La existencia del recurso administrativo, depende de 

que se reúnan los siguientes elementos: 

( 14 ) Serra Rojas Andrés. Derecho ;,dministrati vo. Sexta 
Edición Terno Il. Ed. Porrúa. 1974. Pág. 454. 

(15) Nava N~grete Alfonso. Derecho Procesal Administra­
tivo. Ed. Parró~. México. 1959. Pág. 103. 



Que la Ley lo establezca .. ne otra for'ma no ~xisti-

ría el recurso. 

Que se interpongá ante la Autoridad compe"te~te, la 

cual deberá conocer' y, en. su .. c~so _·_i;esolverlo .. 
- ' _- .. -

Que de su :·rec¡¡ula~ión 'se dé la· garantf~_ ·de :legali-

~ad a .través~déY ptOCédin\iento desahogando las 

pruebas ofrecidas para que la resolución de la au­

toridad Competente cuente con los·elementos necese 

riOs- pira s~ mo~iv~ción y fundamento legal, con lo 

qué· se consideracompleto, pudiendo o na suspender-

se el procedimiento. 

16 

La proliferación de ocursos de los particulares en -

los cuales se venia haciendo una mezcla de petición y de 

inconformidad respecto de actos-de las autoridades hacen 

darias, fué el motivo que impulsó a los redactores del -

Código a fijar, con límites precisos, los recursos que -

en él se implantaron, seña~_ándoles un trámite general, -

- ~aplicable también a los otorgados a otras leyes fiscales 

cuando no lo tuvieran sancionado ni regulado. Se estatu­

yó un tratamiento para las resoluciones recaídas a ese 

tipo de.instancia, decretándose que los favorables a la 



petición-del particular solo-podría anularse por el Tri­

bunal Fiscal dentro del juicio correspondiente, no así -

los que lo fueran en el sentido negativo, pues podrían -

·aejarse Sin efecto, aún de oficio, por la autoridad sup~ 

rior a la que las hubiera emitido. 

Estableciendo que contra las resoluciones dictadas 

-~" ~ateria fiscal ftideial, sOlo 'procederán los recursos 

administrativos .que~É!:stablezca el Cód-igo -o los demás ar­

. denamientos fiscales. 

Cuando no exista recurso administrativo, será impr2 

cedente cualquier instancia de reconsideración. 

Las resoluciones que se dicten como consecuencia de 

recursos no establecidos legalmente, serán nulas. Dicha 

nulidad será declarada aún de oficio por la autoridad s~ 

perior a la que hubiese dictado la resolución si ésta no 

modifica a favor del particular, la_primera resolución si 

hubiere modificación favorable al particular, la nulidad 

de la nueva resolución sólo podrá ser declarada por el -

Tribunal Fiscal. 

19 
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EL RECURSO DE.REVOCACION 
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QUE· RESOLUCION PONE FIN .:AL RECURSO 
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20 
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CARACTERISTICAS DEL RECURSO 

La característica del recurso de revocación, es el -

hech9 de que su resolución quedó a cargo de la autoridad 

que dictó el acto que se impugna. 

"Marienhof f sostiene que el recurso de revocación es 

la petición que se le hace a la misma autoridad que emi-­

tió el aCto, a fin de que lo modifique o lo deje sin efe~ 

to. Pero la dutoridad a la cual se recurre puede no madi-

fiCar ni extinguir el acto: puede confirmarlo dejándolo -

cOmo está". Y añade: "En la doctrina y en la práctica es-

te recurso es denominado de diversas maneras: de revocat2 

ria, de reposición, de oposición, de reconsideración".(16} 

Armando Porras y López (17) plantea el problema de -

que si las autoridades están facultadas para revocar sus 

propios proveídos, y como apoyo negativo señala las ~jecg 

torias de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ca~ 

tenidas en los tomos 31 y 72, páginas 351 y 660 respectiv~ 

mente, quinta época, año 1966. Afirmando que el Código no 

sefiala la autoridad ante la cual se interpondrá, preten--

diendo conforme la doctrina del Derecho Procesal que será 

la inmediata superior de quien dictó el acto para conocer 

del recurso. 

( 16) Herrera Cuervo Tirmando. Recursos Administrativos y 
Suspensión del Procedimiento Administrativo de Eje­
cutorias, Ed. Porrúa. 1976. pág. 11. 

(17) Porras y L~pez A. Derecho_Procesal Fiscal.pág, 156 
y 157. '.i:ie·:'"o:3 Universitarios, ci.A.M~xico. 196'.l. 
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Sin embargo por lOs mOtivos que- a continuación Se ci­

tan, -se considera·- iri"aper.ante ta afir~.ició·n ae_ Porras y. Ló-

pi;z: 

a) LoS criteiiOs que emite la H. Suprema Corte' se aplica-

rOn- a· negocios que se conocieron antes de que entrara en 

vigor e1 nuevo código contemplando la creación del recur-

so de revocación. 

b) Al contrario scnsu, si designa en su articulo 159 fra2 

ción tI, y establece que la promoción con la que se inteE 

ponga el recurso se presentará ante la autoridad que dictó 

o realizó el acto impugnado. (18) 

c) En cuanto a la aplicación de la doctrina del Derecho 

Procesal para determinar la competencia y jerarquía de la 

autoridad que deberá conocer del recurso impugnado, contr~ 

dicen cualquier solución. 

Naturaleza de la Revocación 

Posiblemente por características técnicas, el código 

Fiscal dejó incompletos los recursos administrativos, al no 

señalar las dependencias encargadas de substanciarlas; pues 

se consideró que esta facultad correspondería al Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

( 18 l Código Piscal de !938. 
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Siendo las autoridades hacendarias conforme a sus -­

disposiciones, las que han tratado de llenar esas lagunas 

adecuándolas a los requerimientos y posibilidades de la -

propia Secretaría, haciendo del recurso de revocación al­

go híbrido cuyo estudio solo puede hacerse en forma ca -­

suística. 

El recurso de revocación según lo establece el Códi­

go fiscal, es procedente únicamente contra resoluciones -

administrativas determinantes de créditos fiscales no su­

jetos solo a la Secretaría de Hacienda. Por tanto, queda­

rán excluidos de este contexto, las multas impuestas por 

las autoridades jurisdiccionales en su ejercicio. 

Es importante conocer la aplic~ción del recurso, es­

to es que la resolución que se impugna se derive de un -­

crédito, dado que en la práctica se intenta para combatir 

actos substancialrr,entc distintos. 

Es importante conocer el significado concreto de la -

frase: 11 Determinar Créditos 11 

En Italia se habla del "acertarnento11
, en Espafia y AE_ 

gentina usan la palabra "aplicación" y nuestro' código Pi.§. 

cal de 1938 y de 1967, continúan utilizando los vocablos 



11 determinación_ y _liquidación_ 11 de man.era indistinta. 

É·r artícufo' i 7: ·dice que ia obligación fiscal se deter­

minará _Y :liqu_idar~ con_fo!me a las disposiciones vigen­

tes en -~i mo~e~·t·o cde sil nacimiento. 

E-1-:·ait!culo- 1-8 prescribe Ciue "el crédito fiscal es la 

obligación.determinada en cantidad líquida": el mismo_ 

pr~cepto se refiere a que las autoridades puede corre~ 

pc:>nder "formular la liquidación 11 y que en otros casos 

es a los sujetos pasivos a quienes corresponden deter-

minar·en cantidad líquida la prestación". 

El articulo 80 define que "la determinación y liquida­

ción de los créditos fiscales corresponde a los suje--

tos pasivos, salvo disposición expresa en contrario. 

El miSmo precepto dispone que "cuando las leyes esta-­

blezcan que la determinación o liquidación deben ser -

hechas por las autorid.:i.Cos "corrasponden ciertas obli­

gaciones a lOs sujetos pasivos.( 19) 

Sin embargo tal parece que los vocablos enunciados an-

teriorrnente tienen diferentes definiciones a saber: dete!:_ 

rninación como identificación del hecho generador y liqui­

dación como cuantificación del crédito fiscal. Tal como -

(19) código Fiscal de 1967 



los articules que a·continuaCi6n se enuncian lo estable~ 
jJ< ' 

cen: 

.a) El artículo 83·:··-:·PieCl:ibe q·ue :las 'autoridades fisCales 

ctÚ'Í l~·::·fi~~a1i'J~·d -de 'de-terminar·: la exiStencia del eré-

. d~to 'f.faca~t··Jin 1:6 ~ases de su liquidación o tien -

d:~-~-.-.a::~~fi·j~-~'.i~,~~~ii" '.ci~11;tidad ~líéiUiaa con -ciertas faculta-

.--. ···.' 
b) ET ·ai·.t-í.CU10 ea· establece ia caducidad .. de cinco af\os 

de· ia·S->ta-Cu1táaes·~que :tienen _'ias ·-autoridades -fisca'les 

~~ra d_~ter~ina_r la-- eX"!"¡;t~-n-~ia'':~~(l-~s ~~bii9~~i0nes 'fi.§. 
_,__:,_·:,~--:.--' 

cales. (19 Bis) 

Seftalar las bases de su 

tidad líquida. 

En m~r i to: de · 10 a~·te"iiOi:-"',-y ~ dbh~~'i-d~:;~~d.6·. que· el -le~ 
gislador· no quiso dar u~ s~~-~iil~~~~?:~~~~:~~i~:r.-~ .Iildivi-·· 

dual- a cada e'xpresi6rl, a contin~~CiÓ~:-.--~e·::u~ar·án"'-_ iñdfSti_u 

_tamente. 

su optatividad 

25 

El afectado por las resoluciories ·a_d~i~,i~~:;atÍ.~~s,--. -

podrá optar entre interponer el recurso de ·r.e'vo_~~ci.ón--o d~ 

mandar la nulidad ante el Tribunal Fiscal dÉ! ·la --~e~e~~~1Ón. 
Lo ant~rior se considera corno una salvedad a la ··regla 

(19 Bis) Código Fiscal de 1967. 



de que es improcedente el juicio ante el Tribunali •con­

tra las resoluciones o actos respe~to de !'os cuales -con­

ceda este Código o la Le:{.Fiscal especial, algú_n recurso 

o medio de defensa an.te las autoridades administrativas, 

deben ser revisadas de oficio, por virtud del cual pue -

den ser modificadas, aún cuando la parte interesada no 

lo hubiere hecho valer oportunamente". 

26 

Excepción señalada expresamente en la parte fiscal, 

resultando entonces que el legitimado tiene al mismo tiE!!!! 

po la opción del juicio de nulidad ante el Tribunal o la 

interposición del recurso impugnado; en ambos casos el f_!! 

lle recaído al acto que se reclam.:i. 

En conclusión, quien se vea afectado por una resol~ 

ción administrativa donde se determinen créditos fiscales, 

podrá interponer el recurso de revocación o el juicio de 

nulidad, dentro de los términos establecidos. Si opta por 

el primero, tendrá la oportunidad de acudir al Tribunal 

solicitando no ya la nulidad de la resolución administra­

tiva sino del recurso cuando le sea desfavorable. contan­

do con 15 días para presentarlo. Es de aclararse que cuan 

do se ejercita el recurso, no puede ejercitarse el juicio 
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de nulidad mientras no se resuelva el recurso, procedien 

do el juicio únicamente contra la resolución que en 

aquel se dicte. 

QUIENES PUEDEN INTERPONER EL RECURSO 

Cualquier persona f isica o moral que le pueda ser -

atribuida una responsabilidad por adeudo propio o ajeno, 

aún un tercero, cuyo patrimonio e interés pueden resultar 

afectüdos como en el caso de que una persona, por acuerdo 

privado con el sujeto pasivo, haya contraído la obliga 

ción de asumir la carga de la deuda tributaria. ( 20) 

CUllNDO ES APLICABLE ESTE RECURSO 

a} Falta de competencia del funcionario o del órgano p~ 

ra determinar créditos fiscales, o sea, para emitir 

el acto recurrido. 

Si bien es cierto que en este aspecto se distinguen 

la carencia de facultades o de competencia de la autori--

dad o funcionario; puede resultar inequívoco que el orga-

nismo de la administración tenga atribuciones para deter­

minar créditos y sin embargo que el documento donde el a~-

( 20) De la Garza Sergio Feo. Derecho Financiero Mexi­
cano, pág. 765. Ed. Porrúa, México 1973. 



to se. expreSe! .. lo ·fi~m.e un _furícionario siÍl fa.cu~tadeS pa­

ra autorizarlo", siendO_ por ta.~to procedente. la imp.ugna --

ción. 

b)Por falta de'éfund~mento del acto que. se ·combate. ·Es-
:.' :_ . ' 

ta· sé .dá-,~·uando i·a. autoridad n~ ·.exp_r~_se ·10s · ártícu--

10s;--~~::~~ti"~ -q~~-'.-f~;-aa su acto y.-q1:2~- P~':-~e-n. aez:~Var --

_conclusiones, eiróneas. 

e) Desvío de poder a los casos de sanciones. 

Este se dá 9eneralmente cu~ndo ante la imposición de 

una multa el afectado solicite su condónación la que 

20 

podrá ser necesaria y total o parcial y graciosa, e~ 

to de acuerdo a su planteamiento y_ fundamentos peti­

torios. Aunado a lo anterior, el i~teresado podrá in 

terponer el recurso de revocación y posteriormente -

promover el de nulidad, 

Sin embargo el desvío de poder se dá cuando.es noto-

ria la desproporción entre la pen~ y la falta derivada de 

la aplicación de una multa'~ -:dec~aran~.<? __ ~!_ny~riablernente el 

Tribunal- Fiscal la nu-Üd~d de, las a~tos·de autoridad en -

estos casos. 

dl Casos en que a:través .d~l .recurso se hacen valer -

pres~ripción· y caducida~:. 
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El problema referente a la procedencia de recurso en los -

casos de caducidad·~ Y prescripción, merece especial y cuid!!, 

doso e-studio. Los ·antecedentes que es preciso analizar pa­

ra un· m.e~a·r entendimiento del tema están constituidas de -

la si9~iente ~arma·: 

Primeramente, Giuliano Fonrouge, sostiene nque debe -

establecerse una diferencia de orden sustancial, entre la 

facultad de la administración para determinar la obliga -­

ción. fiscal o exigir declaraciones juradas, a cuyo respec­

to no puede hablarse de prescripción sino de caducidad por 

el transcurso del tiempo; y el derecho a cobrar el tributo, 

que es susceptible de extinguirse por prescripción con el 

significado que tiene en el Derecho Civil" ( 21) 

Este criterio, indudablemente, fué recogido en su es-

cencia por el Código Fiscal, pues ya en las notas de su ªE 

teproyecto, se advierte: "St;. separa la prescripción como -

institución derecho sustantivo, de otra, de carácter proce-

sal que es la extinción de las facultades de las autorida-

des fiscales. 

La pérdida de facultades no debe confundirse con la -

prescripción, ya que ésta supone la existencia de un crédi 

to que se extinga y las facultades de la autoridad para ªE 

( 21) Giualiani Fonrouge, Carlos. 
Derecho Financiero, núm. 271 de Palma 
Buenos Aires, 1962. 



30 

tuar no Sup6rien neceSariamente la existencia de créditos. 

La pérdida de··facultades por falta de su ejercicio 

dentro de un plazo corresponde más bien al conc~pto proc~ 

sal de caducidad. Por su parte, el ordenamiento invocado 

plasma estas ideas: 

Las obligaciones ante el Fisco Federal y los crédi­

tos a favor de éste por impuestos, derechos, productos o 

aprovechamientos, se extingue por prescripción en el tér­

mino de cinco aftas. En el mismo plazo se extingue, tam -

bién por prescripción, la obligación del fisco de devol­

ver las cantidades pagadas indebidas. 

La prescripción del crédito principal extingue simu1 

táneamente los recargos, los gastos de ejecución y en su 

caso, los intereses. 

La prescripción se inicia a partir de la fecha en 

que el crédito o el cumplimiento de la Obligación pudieron 

ser legalmente exigidos y será reconocida o declarada por 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a petición de 

cualquier interesado. 

Las facultades de la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público para determinar la existencia de obligaciones fis­

cales, señalan las bases de su liquidación o fijación en 
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cantidad. lícjú~da·, pára l~tponer sanciones por infracciones 

·.a laS ·a.i'spo~I'cio~es.~ffsciiÍeS, as.i cOmo las facultades de 

yerific~:~·· ~L·.~~.~:.;~i-~.-~~~1:;-~ á·:-~i~-c~-Pii~iento de dichas>di§. 

, : Po_s~CiOn·e·~-~-~Is·~~,i~-~/: __ sé.·. ,extinguen en el término de cinco 

~~~:~-~~:~\_-_ -~;-::_~~~:¡~º ~-i· i~riterr·~-p~-iÓn ni suspensi6n. ·oichO -tér~ 
miilo e~P~~~:!.á a correr a partir: 

I. · Del a·ía siguiente al en que hubiere vencido el 

plazo e-stablecido por las disposiciones fiscales para pre 

seritar·aeClaraciones, manifestaciones o avisos. 

II. Del día siguiente al en que se produjo el hecho 

gerierador del crédito fiscal, si no existiera obligación 

de presentar declaraciones, manifestaciones o avisos y 

III.Oel día siguiente al en que se hubiere cometido 

la infracción a las disposiciones fiscales, pero si-la in 
fracción fuere de carácter continuo el término correrá a 

partir del día siguiente al en que hubiere cesado. 

-Las-facultades de la Secretaria de Hacienda y crédi-· 

to Público, para investigar hechos constitutivos de d~li-- · 

to en materia fiscal, no se extinguen. 
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Los particulare~ _P~.dr~z:i · sqlici tar, -~ue · se ~_ec~~re ~ue 
-~- ,· 

ha presc~ito· al~ún crédito· fiS.cal-'. a<SU ca·r~o-, o que s,e han 
., .. · ... , 

extinguido laS f.~.cultad~~ d"e. las· autóridadeS par¡;t ~.etermi-

narlo a·liquidarlo. 

si la: autoridad d~ter-~i-~a-~~1 ·_-~r6dito ~ ~r~~iiza. ~{ -
cobro, solo podrán ejercitar. los'. re~~~s·~'s- ~~-i~'b1~·~¡~-~s en 

este Código o en las demáS feyes_ fiScales. 

Todavía dentro del proceso --cie--Uhi.;acróll á~i. asuñfo, 

se hace preciso transcribir las tésis del Tribunal Fiscal 

sustentadas en los juicios de nulidad números 1417/69 y 

1476/70, y otra de la Suprema Corte, que confirma aquellas 

dictados al resolverse el juicio de amparo 3761/69. 

Dijo el Tribunal: "Esta Sala estima que debe decla­

rarse la validez de la resolución impugnada porque, como 

lo sostiene la Procuraduría Fiscal de la Federación, la in 

terpretación sistemática del Código Fiscal de la Federa -

-ción, lleva a la conclusión -de que una vez determinado el 

crédito fiscal, pero aún no iniciado el procedimiento eje-

cutorio, ya no es procedente hacer valer ante la Procurad,!! 

ría Fiscal de la Federación la prescripción, sino el recu.;: 

so de revocación o juicio ante este Tribunal. Por otra Pª!:. 

te, si determinado el crédito fiscal, se hubiere iniciado 
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ya.e·! procedimientO .. ~j.ecuti~~, si bien ya no- procede el -

recurso de- revocación nr _el, "juiC::io ante el Tribunal Pis-­

cal, es. proced~nte, e~·- cambio, el recurso de oposición a 

dicho p:i-ocedimi:~nto, en el que se hará valer la exti~cic?n, 

por pre_ácripción' del crédito que se trata de cobrar. Como 

en el ·caso el cié<lito se determinó conforme con-Sta 8n l~-~ 

pruebas acompañadas por la autoridad demandada en su ofi­

cio de conte:;tación, en la liquidación de cédulas VI y_ VII 

por los ejercicios fiscales de 1956 ó 1962 inclusive, en 

fecha a de enero de 1968, por la Dirección General del I~ 

puesto sobre la Renta, oficina de Conciliación de Juicios, 

ya no era procedente en los términos del párrafo segundo_ 

del artículo 168 del Código Fiscal de la Federación, (22) 

acudir a la Procuraduría Fiscal para hacer valer la pres-

cripción, sino interponer el recurso de revocación, en --

los términos del artículo 160 fracción I, del propio ord~ 

namiento, más como el ahora actor no procedió en esa far-

ma, sino que hizo valer la prescripción ante la ProcuradR 

ría Fiscal, resulta ajustada a derecho la resolución emi-

tida por éste, que expresando las razones ya indicadas,d~ 

sechó la prescripción que se le hizo valer, sin que obste 

lo alegado por la actora en el sentido de que en su escri-

( 22) Código Fiscal 1938. 



to de fecha 5 de abril de 1975 presentada ante la Procu­

raduría Fiscal de la Federación, en la fase oficiosa del 

procedimiento, estaba interponiendo dicho recurso Ce re­

vácación, pues este debe hacerse valer ante la-autoridad 

que emitió la resolución, y no ante autoridad diferente, 

de donde resulta claro que la quejosa con Su e_scrfto de 

--fecha-5 de-abril, ya citado, no estaba intentarida .. 8i men, 

clonado recurso de revocación, sino que solicitó la pre.§. 

cripción del crédito fiscal lisa y llanamente." 

34 

A_l. r~specto debe hacerse notar que el artículo 55 -. 

del Código Fiscal abrogado disponía que la prescripción -

de la_ facultad de las autoridades fiscales para determi-­

nar en· cantidad líquida las prestaciones tributarias y la 

prescripción de los créditos mismos, era excepción, que -

podía oponerse como extintiva de la acción fiscal. 

Sin embargo, en el Código Fiscal vigente, el legisl~ 

dar dió un tratamiento diferente a la prescripción como .­

medio legal para la extinción de las obligaciones ante el 

Fisco Federal y los créditos a favor de éste, y lo que 

constituye una caducidad, a saber, la extinción de facul­

tades para actuar de las de las autoridades fiscales. 
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En resumen: el actual Código Fiscal distingue entre -

' la extinción de los créditos fiscales como consecuencia -­

·ael ·transcurso dei ti~rnpo y- la pérdida por el mismo motivo, 

de· las f¡~Uit-~déS ··de las autoridades administrati\(as para 

deter~inar_ la existencia de créditos fiscales. La primera 

está·_-·pre~~s-ta en un norma sustanciva y la segunda en otra 

ae-ca~ácter procesal. La prescripción de los créditos fis­

cales se interrumpe en cada gestión de cobro del acreedor 

notificado o hecha saber al deudor o por el reconocimiento 

expreso o tácito respecto de la obligación de que se trate 

como se desprende del artículo 33 del Código Fiscal; mien­

tras que- la extinción de las facultades de las autoridades 

para actuar, no puede ser interrumpida ni suspendióa, lo -

cual constituye un principio de seguridad jurídica para --

los particulares, ya que éstos, al término de cinco años, 

tendrán la certeza de qUe las autoridades fiscales no po-­

drán ya ejercitar las facultades a que el mismo se refiere 

cualquiera-que sea el estado que guarde el procedimiento -

administrativo que se hubiere iniciado y aún en el caso de 

que dicho procedimiento haya culminado con la resolución -

respectiva, si éste no hubiese notificado al afectado an--

tes de concluir el plazo ya indicado de cinco años. 
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Expuesto lo anterior, hacienda una interpret.ación -

sistemátíca de las diversas disposiciones del Código Fis­

cal- de· la Federación, _se sigue que una vez. eje.rcidas sus 

facultades. por lus autoridades, cuyo resultado haya sido_ 

oportunamerite notificado, pue~~n aperar. las 'causas de ex­

tinción, lo cual será reconocido o declarado por la Secre 

taría de Hacienda y Crf%dit~ PúblÍ-~0 1 -_sÍ.etjti)re a petición -

de los interesados. 

Sin embargo, co~o la presci;{pp!:~n en- el Código Fis­

cal ya no se considera uti~- -~Xcepción,--el part~cular no n!!_ 

cesita esperar la acción_ de·.-~obrC> para hacerla valer como 

extintiva de la obligación fiscal, como lo estableció el 

Código Fiscal anterior, ·sino que transcurrido el término_ 

respectivo, los interesados pueden solicitar que se decl~ 

re.en vía de accíón que ha prescrito algún crédito a su -

cargo. pero ello entendido que la autoridad no ha determi 

nado dicho crédito, ni trata de realizar su cobro, pues -

en estOS ·casos-sota podráp ejercitarse los recursos que -

establece el propio código Fiscal vigente o las demás le­

yes fiscales según el ordenamiento bajo estudio. 

Dentro de este orden de ideas, determinado el crédito 



fiscal o habiéndose realizado su cobro, ya no procede soli 

citar la prescripción ante las autoridades competentes; SQ 

lo proceden los recursos establecidos en el Código Fiscal 

o en las demás leyes fiscales. El Código Fiscal·prevéé cln 

co re_cursos; 

al La revocación; 

b) La oposición al procedimiento ejecutivo, 

e) La c,posición de tercero 

d) La reclamación de preferencia y 

e) La nulidad de notificaciones. 
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De estos recursos, los propiamente nuevos son la rev2 

cación y la oposición al procedimiento ejecutivo, pues la 

opinión de tercero, la reclamación de preferencia y la nuli 

dad de notificaciones ya estaban establecidos en el Código 

Fiscal de 1938, si bien no como recursos. 

Dados los supuestos que condicionan el ejercicio de 

los recursos administrativos de referencia únicamente po­

día ejercitarse, en un caso como el presente, la revoca-­

ción en virtud de que no se había iniciado el procedimien 

to administrativo de ejecución en contra del quejoso. 
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En efecto, el recurso de revocación, conforme_ el cQ 

digo citado, es p~oceden"t;e- cont,ra resol~ciones adriiinistri!, 

ti vas en las _que-- se-·-determinan créditos fisc~l.e~ .. En cc;m­

tra de ia determinación.de créditos fiscales, por tener -

el recurso- de r~~ocación el ·-carácter de. Opta_tivO, puede -

el afe~tado-ejerci~arlo ante la autoridad administiativa, 

o bien promover juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal 

de la Federación. 

En las relaciones circunstanciales, resultan infun­

dados los argumentos señalados por el quejoso en su con-­

cepto de violación, ya que ha quedado demostrado como pu~ 

de hacerse valer-la prescripción como medio de extinción 

de los créditos fiscales, y cual es el procedimiento que 

debe seguirse, careciendo de razón el quejoso cuando afi~ 

ma que las pretensiones de la Sala responsable de obligar 

al particular para ejercitar la acción de nulidad, haría -

de nula observancia lo dispuesto, en el sentido de la pre~ 

cripción será declarada y reconocida por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, en virtud de que los particu­

lares deben observar, precisamente para hacer valer la --­

prescripción el procedimiento previsto en el Código Fiscal 

de la Federación, siempre que la autoridad determine el --



crédito o realice el cobro, cenia aconteció e·n la especie. 

Y la prescripción debe hacerse -val~r :a,·,ti:;,-ayés ·de los re-­

cursos establecidos por el ci tadO C~dig~ 'l :~l recurso que 

procedía, según se _ha demostrado, era·; ·e1 ,de révocación. 

Ahora bien, las cuestiones anaii-Z~:d~;-- 6~~. -~~feriar! 

dad, pueden concretarse en estas Cllat.ro prOposícionesÍ 
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Primera. Que la ley y la doctrina distinguen la pre.§_ 

cripción (indtitución de derecho sustantivo), como una de 

las formas para finiquitar obligaciones y créditos a fa-­

ver del Fisco, de la caducidad (de carácter procesal), r~ 

lativo a la extinción de las facultades de la secretaría 

para determinarlos (obligaciones y créditos). 

Segundo. Que el Código otorga a los particular.es una 

instancia, en forma de acción, para solicitar del fisco -

el reconocimiento y consecuentemente delación, de que ha_ 

prescrito un crédito, o de la extinción de sus fácultades 

para_ deter;m~_narlo o liquidarlo. 

Tercera. Que de acuerdo con el Código Fiscal, cuaiido 

la autoridad ya ha determinado el crédito o realiza el e~ 

bro (lo que debe entenderse como realizar gestiones de cg 

bro), solo podrán ejercitarse los recursos establecidos 

en el Código o a las demás leyes fiscales y 



Cuarta.- Que el Tribunal Fiscal y la Suprema Corte _ 

coinciden al-señalar que una vez determinado el crédito -

ya no procede· la instancia otorgada, sino el r.ecurso de -

revocación, cuanno dicho crédito hubiere sido notificado 

}<.ha.Sta antes de iniciarse el procedimiento administrati­

vo de--ejecución, además de acuerdo en el Tribunal Fiscal, 

si dicho-procedimiento ya se hubiere iniciado, entonces -

procederá el recurso de oposición al misma: y la Suprema 

Corte, a su vez, afirma que la caducidad se refiere únic~ 

mente a las facultades de la autoridad para actuar, pero 

una vez ejercitadas éstas, y, por consiguiente, determin~ 

do el crédito, la extinción de éste último se rige por -­

las reglas relativas a la prescripción. Un exámen cuidad~ 

so de las cuatro afirmaciones anteriores, arrojaría estos 

resultados: 

Respecto de la primera, no existe maYor problema de 

inte~¡)re~acfór:i y_ desde luego el tratamiento que el Código 

~t;rcg-_a a~-las---'iristitÚci~nes comentadas es positivo. 

Por cuanto hace a la segunda, puede observarse: 

a) El Código Fiscal habla de la prescripción de obli 

gaciones y créditos y ya se dejó establecido con anterio­

ridad que si bien todos los créditos constituyen obliga--
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e iones, la proposición inversa no es váiidB> es·· ~eci~.' no 
'' 

todas las obligaciones son crédi to'S. 

Por su parte el artículo: l.~a:··0:e.~· mismo ~_;de~~iTI_ieÍlto, 

que concede la instancia de prE!Sc:Ci'pci.6.ni ·:-~Sbi~~~n~e·· se ·r~ 

fiere a estos últimos. 

Entonces ¿ debe entenderse que ta: ---promoci6n no es -­

idónea tratándose de obligaciones no líquidas, es decir-, 

que no constttuyan créditos ?. 

El informe razonado de la Comisión Redactora no acl~ 

ra este punto, pues en los referentes a los diversos arti 

culos, solo hace hincapié en las novedades que se introdQ 

jeron en el código: plazo igual para la prescripción de -

las deudas del fisco y de los particulares; trato diverso 

para caducidad y prescripción: necesidad del reconocimieg 

to de la prescripción por parte de la Secretaría, siempre 

a petición del interesado y a través del órgano que dete~ 

mine las disposiciones (Reglamento Interior de la Secretª 

ría de_Haciendal, sin hacer referencia concreta a la rro-

curaduría Fiscal, etc., pero·hablando siempre de créditos, 

sin hacer mención en ningún momento de obligaciones. 

De acuerdo con este antecedente todo parece indicar 

que involuntariamente se omitió, dentro de la instancia de 
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prescripción lo relativo á las ob,liqaciones, pue~ no se -

encuentra raz,ón alguna para. dilr~,e- un·. tratamiento distinto 

al de los cré.iit'os, ·y s-i'., .. eri··:~aiit"ifio,; :.la s·imilitud de am--
• • 1 

bos conceptos- en"'su ·~st~_~ctu.;a·,:_:_h,~cen pens~r que una reg_!:! 

!ación igual en nada. de:~vir~~~-~f~-~-~i~:-P~~pósí to del código 

con respecto de. ¡a .-i:ef~:~~id·a~~~fli1~f~~cÍ~-.-,:· 
Sin embar~o,. ~o~ ,'-~i A.~-¡~¿;) __ ;~.e ~P~o~-undizar más en el -

tema, se·· analizarán los poSibies r~suft.iidos en el supuesto 

de que se promoviera una instancia de p_rescripción de obli 

gaciones satisfaciéndose los requisítOs del citado artíc~ 

lo 168, es decir, como si se tratara de créditos. En este 

caso podría acontecer: 

a) Que la autoridad competente desechara la instan­

cia, sobreseyéndola en virtud de no ser procedente el ca­

mino elegido por el particular, toda vez que el precepto -

no contemple la posibilidad de esta promoción cuando se -­

trata de obligacones no líquidas. Como esta resolución de 

la autoridad estaría apoyada en una interpretación literal 

del Código, es probable que el Tribunal Fiscal, a quien se 

le pidiera la nulidad de dicha resolución, lo confirmar~. 

Pera como hasta entonces no ha mediado requerimiento de la 
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autoridad. para exigir el ... ,~umplim~ento de'-'!a oblig~ción al 

pal:'tiCUiár, cé)1a.teralrilente tampoco. ha perdido su derecho_ 

para interponer el recurso. o· algúii otro medio de ·defensa 

en contra.de esta pretensión, si llegara a concretarse y_ 

como en esta eventualidad, se trataría de obligaciones, -

entendidas lato sensu, no de créditos, la única defensa -

posible sería a través del juicio de nulidad. El recurso 

de revocació~ sería improcedente por la razón muy obvia -

(recuérdese que en el supuesto al acto de autoridad impug 

nada es el requerimiento para cumplir con obligaciones no 

líquidas) de que no estamos frente a un caso de determinE 

ción de créditos. 

b) Si la autoridad avocada al conocimiento de la in~ 

tancia de prescripción de obligaciones, resuelve el fondo 

del asunto, no habrá mayor problema. Si la resolución es -

favorable, el negocio se tendrá por concluÍdo; en_ cas~·-~­

contrario por las mismas razones expuestas al final del -

párrafo anterior, lo único improcedente contra esta reso-

lución, será el juicio de nulidad. 

e) Un problema semejante es el relativo a la instan-

cia de caducidad. Ya se determinó que esta institución --

opera con respecto a las facultades de la autoridad para 



determinar la existencia 'de o~ligaciones, sefialar las ba­

ses de su liquidación o fijarlas ··en cant~aaa- _líquida;· co!n 

poner sanciones por infracciones a las disposi_ciones -ffs­

cales y verifica~ el cumplimiento o incumplimiento de 

obligaciones fiscales. Sin embargo, la instancia, se re--. 

fiere exclusivamente a la extensión de las facultades de 

la Secretaría para determinar o liquidar créditos. Sin o! 

vidar que "liquidar créditos" es redundante, sin sentido. 

Corno determinación de un crédito, de significado 

igual a "liquidar una obligación", precisa de una vía de 

actos previos". La determinación de la obligación misma y, 

en algunas ocasiones, el seftalamiento de las bases para -

su liquidación, consideremos que la extinción de las fa--

cultades para determinarlo, lleva en sí misma lo de to1a 

actividad tendiente a este fin, luego de donde debe con--

cluirse: 

Si procede la vía concedida en la ley para solicitar 

el reconocimiento de la caducidad de las facultades de la 

Administración para determinar la existencia de obli9aci2 

nes y seftalar las bases para su liquidación, pues con és­

tas bases de un mismo proceso: El de la determinación de 

crédito. 



Respecto al problema de la procedencia de la vía anª 

lizada, por cuanto hace a la extinción de facultades de -

la autoridad para imponer sanciones y para verificar el -

cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones, son -­

aplicables los razonamientos contenidos en el presente, -

con la salvedad de que si la instancia de caducidad res-­

pecto de la facultad para imponer sanciones, fuese dese-­

chada sf.n examinarse el fondo del asunto y en forma de 

multa, procedería en tal caso opcionalmente tanto el re-­

curso de revocación (puesto que el proveído por medio del 

cual se impone este tipo de pena, se estará determinando 

un crédito), como el juicio de nulidad directamente ante 

el Tribunal Fiscal, según quedó estudiado en páginas ant~ 

rieres, si, por el contrario la sanción no tuviere el ca­

rácter de multa y en consecuencia el acto para el cual se 

impone no es determinante el crédito, solo procederá el -

juicio ante el Tribunal. 

Por otra parte si la promoción se hiciera respecto -

de la caducidad de las facultades para verificar el cum-­

plimiento o incumplimiento de las obligaciones y fuere r~ 

chazado, entonces, contra la orden posterior de hacer re­

vicion, procederá el juicio ante el Tribunal. 
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Por otra parte, si. la promoción s,é hiciera respecto 

de la caducidad de las faCultades j;>ara· ve;rificar el cum­

plimiento o incumplimieÍlto de las obl.igaciones,.y fuere r~ 

chazada, e·ritonces.--, contra la orden posferior de hacer esa 
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revisión, procederá el juicio·ante el Tribunal; y si como 

consecuencia última de tal actividad -de la Administración, 

s~· det~rminara un ··crédito,- e.l interesado podría usar el -

recurso o el juicio, a su elección, para combatir este a~ 

to· final. 

Ya es conocido que el Código, en su artículo 38 ha-­

blaba conjuntamente de prescripción de facultades (ahora 

caducidad}, y de créditos, haciendo la operante sólo como 

excepción, cuyo conocimiento corría a cargo de la Procur~ 

duría Fiscal concretamente. El Código en vigor, sin embaE 

go, cambió en forma radical este tratamiento, según lo h~ 

mes demostrado: distinguió la prescripción de la caducidad; 

suprimió a las dos_ el carácter de excepciones y no hizo r~ 

ferencia concreta a la Procuraduría Fiscal como órgano en­

CargadO de- res-citVer -SObre ambas materias (la competencia a 

este respecto quedó sujeta a lo que las disposiciones res­

pectivas s.eñalase). En este punto debe leerse el informe -

razonado de la·Comisión Redactora. (23) 

( 23 J código" Fiscal de 1938. 



47 

Es probable, entonces, que se pensara en un Reglamento IU 

terior de la secretaría de Hacienda en el cual la Procur~ 

duría Fiscal, u otro organismo particularmente, tuviera -

encomendada la facultad de hacer la declaración de caduc! 

dad o de prescripción cuando no se concretara la activi-­

dad de l~s otras dependencias de la Secretaría, es·decir, 

cuando todavía no se hubiesen determinado los créditos o 

se gestíona~a su cobro, evitándose así una discrepancia -

entre las tésis de la Procuraduría con las autoridades en 
cargadas de tales funciones. 

De esta suerte, debe haberse tenido en considera.ci6n, 

una vez realizados esos actos, lo que sería indicio cla~o 

del interés de la autoridad responsable de los mismos de 

llevarlos hasta sus últimas consecuencias, correspondería 

a ella la resolución de un recurso, creado al mismo tiempo 

de acuerdo como la doctrina concibe al de revocación,oto~ 

gándole este mismo nombre, y estructurándolo de tal forma 

que e_~ parti_cular se viese obligado a interponerlo, a no 

ser que optara por acudir al juicio de nulidad directarnen 

te ante el Tribunal Fiscal; y se evitarían con este dispQ 

sitivo contradicciones entre los criterios de los distin­

tos órganos de la Secretaría, respetándose,por igual has-



ta ~u límite, la esfera de acción de cada uno. 

También es posible, como lo advierte la Suprema Corte, 

que al instituirse éste doble tratamiento, requiera dar -­

unidad al proceso. En aquellos casos de resoluciones dictª 

das por las autoridades fiscales en las que, aparte de 

cuestiones de prescripción, se planteen problemas de fondo 

o de inexacta aplicación de la ley. Conforme al Código an-

terior, lo relativo a la prescripción, debía oponerse como 

una excepción ante la Procuraduría Fiscal de la Federación 

y los argumentos referentes a las demás cuestiones, a tra­

vés de los recursos administrativos o el juicio ante el --

Tribunal Fiscal, doble camino, que resulta inconveniente -

desde el punto de vista técnico. ( 24 J 

Es cierto que mientras el Reglamento Interior de la Se-

cretaría de Hacienda determine cuales son las facultades -

de cada una de sus dependencias, todas las ideas aquí ex--

puestas no son sino conjeturas, pero solamente de este mo-

do encontremos cierta concordancia o congruencia, casi se 

dijera justificación, entre las diferentes disposiciones -

del Código. 

Aunque he tratado de encontrar una explicación sobre el 

verdadero propósito del legislador al regular las institu-

( 24 ) Informe de la S.C.ú.H. afio 1970. Tercera parte 
2da. sala. Pág. 113. AD/376/69. 
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ciones que se vienen estudiando y aunque al parecer se ha 

encontrado cie!'rto sentido entre esos planteamientos y las 

diSposíciones en vi9or, cosa muy distinta es la de califi 

car de acertada, sin mayo~ análisis, esta modificaci6n al 

sistema establecido en los textos derogados. 

A este respecto se piensa: Si bien es positiva la -

distinción llevada a cabo entre prescripción y ca.ducidad, 

no lo es, en cambío, el doble tratamiento inferido a la -

forma que el particular tiene para hacerlos valer a su f~ 

vor. Esto último ha sido puesto de relieve por la prácti­

ca misma, que ha obligado materialmente a la administra-­

ción a darle su sentido original al manejo de ambas insti 

tuciones. 

En efecto, primeramente la Procuraduría Fiscal, op! 

nó, por cuanto hace la distribución de .facultades entre -

las distintas dependencias de la Secretaria para el cono­

cimiento y resolución de los recursos administrativos, 

que tratándose de la revocación. "Corresponderá a esta 

Procuraduría la resolución de este recurso, cuando se ha­

ga valer la extinción de las facultades de la Secretaria 

a que se refiere el Código Fiscal de la Fed~ración o la -

prescripción sefialada en el propio ordenamiento'~ 



so 

Y respecto a la oposició~ al procedimiento ejecuti­

vo, sefial6: c~ando se aleguen en el recurso las causas de 

extinción. de facultades o de prescripción se~aladas en el 

C9di9o FiScal de la Federación, deberá resolver el recur­

- so esta Procuraduría-Fiscal de la Federación. 

La distinción que hace el Código es artificiosa y -

obliga al particular a ejercitar sus derechos; de este mo-

do, la facilidad que se otorgue a los particulares para -

el cumplimiento de sus obligaciones y el ejercicio de sus 

derechos, debe atenderse en su más amplia forma. La facu.1_ 

tad así otorgada díf ícilmente motivará al titular de un -

derecho o al sujeto pasiv-o de una relación tributaria pa­

ra desarrollar sus actividades dentro de las normas jurí-

dicas. 

El particular:·debe'.utilízar sus medíos defensivos -­

dentro de, ~~~ p~~z~~-:.-~tci.r.gcidos _en la ley, a partir de la_ 

fecha ~n~ q~~,--~t.~-ne_~.:-~~~:O~~m{e~nto-:de los· actos de la autori 

dad lesivos·:~ suº jú"icio :,;·.~e ~tra suerte quedará imposibi 

litado para hacerlo-•.. 



QUE RESOLUCION PONE PIN AL RECURSO Y SUS EFECTOS. 

Dictado el fallo por parte de la autoridad, pueden -

presentarse los casos siguientes: 

I. Si el acto recurrido es la determinación de un 

crédito a cargo exclusivamente del sujeto pasivo a que se 

refiere el articulo 13 del Código y a quien la doctrina -

lrama sUjeto pasiv-o principal,deudor directo, o deudor 

por adeudo propio, cuyos términos en adelante usaremos en 

forma indistinta, sin la concurrencia de responsables so­

lidari~~, entonces-, la autoFid~d que conozca del recurso 

podrá cOnfirmar, reVocar o modificar el.acto contra el --

cual hizo la- impugnacióri el interesado y los efectos de -

tal fallo sólo en él repercutirán. 

II. Si el él'~tO·.·qu~· determin6 el crédito a cargo ·de ~ 

- una peiSona en ,-lo· particular;-. -aándore -cara~-ter.- -de<:S~jeto~-­

pasi vo principal, al mismo .tiempo señala a ''terceros como 

responsables solidarios del rni~mo, p_ue~e aconteCer: _ 

1.- Que sea el deudor directo quien impugne la reso­

lución determinante del crédito. En este supuesto, Cabría: 
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a) Que lo hiciera recurriendo al acto en .su mi.§. 

rna base y que a consec~encia de una resolu-­

ción favorable del recurso, fuere revocado y 

como resultado final, se ordenara la cancel~ 

ción del crédito. 

En la hipótesis, los efectos del pronuncia-­

miento, en última instancia, beneficiarán a 

los responsables solidarios, pues al dejar -

de existir la obligación fiscal hecha devenir 

en crédito, es lógico que no pueda imputarse 

a persona alguna. En cambio, una decisión -­

contraria al recurso, afectará al promovente 

y a nadie más, quedando a salvo los derechos 

de éstos Últimos, por no haber sido oídos ni 

vencidos dentro de este proceso de carácter 

oficiosa. 

bJ Si como--agravio único hacer valer la circun.§. 

tancia de que se le dá tal categoría, pero -

reconociendo implícitamente la validez del -

acto, por cuanto en él se declara el nací -­

mi~nto de una obligación fiscal, que se ha -
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transformado en crédito, les efectos de la -

resolución.del recurso sólo al recurrente 

afectarán, bien que ella le sea favorable o 

negativa. 

2.- si quien promu~ve el recursos es el deudor sol1· 

aa:rio, pueden presentarse los mismos casos estudiados 

con -an~~rio'ridad y. los efectos serían idénticos a los 

que ya- s-c. analizaron, siempre y cuando ubiquemos correc­

tamente los impuestos, es decir: 

a) Si hace valer agravios que se refieran a la 

escencia del acto determinante del crédito y la resolu-­

ción' del recurso .. es favorable, sus efectos beneficiarán 

al deudor ~irecto. Si, P.or el contrario, fuese negativa, 

solamente a 'él le af~Ctará. 

b) -.si limitatiVamente s·e inconforma en contra -

del·_acto por>.cuaÍito ·ahí'_se le dá- categoría de responsa-­

ble, _-pero_ reconoc;iendo en forma tácita su validez r:n r3.­

zón directa del nacimiento de· la obligación constituídq 

en crédito, enton~es, los términos en que sea resuclt-0 -

el recurso únicamente afectará la situación jurídica de 

quien lo promoviere. 
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Aplicánd.ose supletoriamente los artículos 349 y 351 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, las resol,!! 

cienes· de los recursos fijarán sus alcances de acuerdo -

con los planteamientos contenido en las demandas, debien 

do resolver todos los puntos sometidos al debate y no r~ 

ferirse a situaciones que le sean ajenas. Es decir, deb~ 

rá haber concordancia entre las pretensiones del actor y 

el fallo de la autoridad; y, por consiguiente, las sen-­

tencias así solicitadas versarán sobre problemas concre­

tos y sus efectos serán de carácter limitativo. En estas 

condiciones, los supuestos analizados con anterioridad -

se refieren a las reglas generales de necesaria observan 

cia en la tramitación de los recursos y a la delimita 

ción de los efectos de las resoluciones que lAs ponen 

fin, que en estos casos, ante las lagunas del Código, r~ 

sultan de cabal aceptación, pues se apoyan en disposici~ 

nes supletorias, son el reflejo de la doctrina procesal 

y están inspiradas en nuestros principios constituciona­

les. 

Una Cuestión más-, relativa a las resoluciones que -

ponen fin al recurso de revocación·, concierne a la su -­

plencia de la queja. ¿ es o no procedente ?. El Código -
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nada dice al respecto, pero por los antecedentes -y demás 

disposiciones que se citarán en st:!guida, no hay duda que 

la administración puede actuar de este modo al resolver_ 

la defensa. En efecto, precisamente, el informe razonado 

de la Comisión Redactora del Código, en los párrafos se­

gundo y tercero correspondientes ül ordenamiento invoca­

do: Conviene aquí mencionar que el nuevo C6digo amplia_ 

el número de recursos administrativos para facilitar la 

defensa de los intereses de los particulares especialmen 

te cuando las autoridades fiscales reconozcan inadecuadas 

apreciaciones de hecho o errores de derecho. 

Se pretende que los afectados por resoluciones f is­

cales no tengan que realizar gastos injustíf icados de de­

fensa, acudiendo en todos los casos a los tribunales. Si 

la autoridad administrativa con eficacia y buena fe corri 

ge los errores en que hubiere incurrido podrá disminuirse 

el cúmulo de juicios a los Tribunales, que tanto entorpe­

cen una buena administración de justicia y se propiciará 

un ambiente de acercamiento y comprensión entre contrib~ 

yentes y fisco. 



Según observamos, no hay recurso sin ley y otorga -

un tratamiento específico a las resoluciones dictadas en 

contravención a este principio, ordenando que .sólamente 
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a través del Tribunal Fiscal podrá declararse su nulidad 

cuando sean favorables al particular. Y, por último en -

la derogada fracción VI del artículo 14 de la Ley del lfil 

puesto Sobre la Renta, disponía: La Secretaría de Hacieg 

da y crédito Público, mientras no se hubiere promovido -

sentencia definitiva en procedimiento de carácter fiscal, 

podrá a solicitud del interesado, modificar o revocar las 

resoluciones desfavorables que hubiere dictado respecto -

de un causante, para lo cual tendrá facultad de recibir -

nuevas pruebas o mandar recabar o practicar las que consi 

dere pertinentes; y la Secretaria tendrá las mismas facu! 

tadcs cuando dichas deciziones administrativas desfavora­

bles hubieran sido dictadas en contravención a las dispo­

siciones aplicables. Lo preceptuado a esta fracción no -­

crea recurso administrativo respecto de las resoluciones 

de referencia. Si bien esta disposición quedó sin efecto 

a partir del primero de enero de 1976, arroja suficiente 

luz sobre un proceder, de este modo sancionado, que estu-



vo en vigor durante un prolonga~o período en la vida d~ 

los recursos-·administrativos y al abrigo del cual las a~ 

toridades fiscales, frecuentísimarnente, llevaron a cabo 

la resolución de-asuntos a su carga mediante una nueva -

evaluación de sus actos, no obstante las criticas agudas 

de que fué objeto, principalmente, aunque no en exclusi­

va, por lo que se consideró su infortunada redacción. De 

cualquier manera, resulta muy importante la cita de la -

disposición dentro del planteamiento del problema a que 

se refiere este apartado. 

De los antecedentes mencionados se desprende la 
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idea de que al margen de toda interpretación literal de_ 

las disposiciones fiscales, que en última instancia lle­

varen a la autoridad a determinar obligaciones y créditos 

en forma indebida, o a realizar cobros no justificados, -

sea el fisco mismo quien por sus propios medios precise , 

de acuerdo con los principioc teóricos y constitucíona-­

les, al alcance de la norma fiscal, sobre todo cuando r~ 

presenta una carga para el contribuyente. Dentro de tales 

instrumentos, debe incluirse la suplencia de queja. 
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CAPITULO III 

SU APLICACION EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO 

INTERPOSICION DEL RECURSO DE REVOCACION 

En el estudio de este recurso se transcribió el cri 

terio de la Procuraduría Fiscal de gran interés y que 

aborda el pr~blema del recurso que nos ocupa, pero no iR 

dica como recibir la promoción. 

Hasta el momento la Secretaría no ha dado a luz en 

su reglamento Interno a todas las cuestiones de competen 

cía, para que sean definidas con claridad. 
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Por el mismo sistema de expresar criterios, la Pro­

curaduría ha emitido directrices dentro de los trámites 

de la propia Administración, para llenar en esta forma la 

verdadera laguna de la ley respecto a la autoridad que dg 

be dar trámite y resolver los recursos creados en el Códi 

go. De esta suerte, tales disposiciones han venido a con~ 

tituir una especie de instructivo, cuya observancia si -­

bien es obligatoria para la Administración, ha generado -

problemas cuando su acatamiento lesiona intereses particg 
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'' ~·' 

lares, a juicio de l"as in.te'resaC:i'Os. · , 
-, _. ,,·-. ':-.- ··-

A todas estas. cuesfion~s, ._·exam_inados limitativarnen-

te se agregará el Criterio ae i"a· Co.rte: 

Revocación 

No.e~ permiti?o a_las aut~r~dad~s judiciales revo-­

car sus propias determinaciones que no admiten expresarne!!. 

te ese recurso, ya que en un principio de justicia y de -

orden social exige que tengan firmeza los procedimientos 

que se siguen en un juicio, y estabilidad los derechos 

que por ellos se conceden a las partes. 

Quinta i:;poca: 

Tomo X pág. 107, Ayuntamiento de Nuevo Laredo 

Tomo XIII, pág. 1225, Carbone! Manuel 

Tomo XIV, pág. 167 • Hererias Saturio 

Tomo XIV, pág. 1725. Alonso Viuda de Del Puerto"Joaquina. 

Tomo XIV, pág. 1996 Cárdenas Francisco V, -( 25) 

Tesis relacionadas. 

Los jueces de Distrito no pueden revocar sus propias 

resoluciones, sino en los casos previstos por los artícu-

los 133 y 140 de la Ley de Amparo, o sea, cuando las aut2 

( 25} Revocación. Tésis 1680, pág. 2721. Semanario Judi­
dicial de la Federación. 



ridades' r'esPOnsables ·funcionan fuera: deL_ lugar de. la_ re­

sidencia:·- del .. Juei_.de Dis_trito, y no ~s p9_sible que rin-­

dan su informe pre~io con la debida oportunidad, y cuan­

~do ocu-rre un· hecho superveniente que sirva de fundamento 
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para modificar el auto que concede la suspensión; fuera_ 

de éstos casos, la ley no autoriza al Juez de Distrito -

para alterar en forma alguna las providencias que dicte, 

pues tal facultad corresponde al superior jerárquico; de 

manera, que si no se tiene ninguna de las circunstancias 

dichas, deben considerarse firmes las resoluciones dict~ 

das por los expresados funcionarios. ( 26 ) 

La Comisión Redactora en su informe, hace manif ies-

ta la intención con la que se elaboró el Código: Según se 

destaca se quiso dar una tramitación expedita a los recu~ 

sos, sin sujeción a formalidades especiales con el objeto 

de hacer accesible a los interesados su interposición, e~ 

tableciéndose plazos cortos para el desahogo de pruebas, 

como para que la autoridad dicte la resolución correspon-

diente, con el propósito de evitar la prolongación indefi 

nida de los procesos. 

Del minucioso análisis que se realiza, podrá defi--

( 26) Quinta Epoca. Tomo LXXI. pág. 2670. Sindicato de 

Maquinistas Je Embarcaciones. 
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nirse hasta donde pudo .lograr la ·comisión.:Redactora su in . . . . . . -

tención. · ... --. · . ·_, -.: -.' ", 

• 11 ta'· ~~~~Í:1:ac'i.6n· ~-~ .l~s recursos -~dmirí.i~h~afivos es:-

t'a:~t~~~f~i,~;·_ ·e-~>:~.st~:~.c~aigo-~ y ia· · ae :los., ins~~{t~~·iaa~'--~~~ ·-~.i~s 
demás -leye"S -fiscales que no tengan scfialado. ~r~m~·te' esp~ 

cial, se sujetará a las normas siguientes: 

I. Se interpondrán por escrito en el que se precis~ 

rán los agravios que cause la resolución o acto impugna-

do y en el que se haga ofrecimiento de pruebas. Si den-­

tro del trámite que haya dado origen a la resolución o a~ 

to recurrido, el interesado tuvo oportunidad razonable de 

rendir pruebas, solo se admitirán en el recurso las que -

hubiere allegado en tal oportunidad". 

II. El escrito será presentado dentro de los diez -

días siguientes al en que surta efectos la notificación 

del acto que se impugna, ante la autoridad que dictó o -­

realizó dicho acto; si el recurrente tiene su domicilio -

en población distinta del lugar en que reside la autori-­

dad citada, podrá enviar su escrito, dentro del mismo té~ 

mino, por correo certificado con acuse de recibo, o bien 

presentarlo ante la autoridad que le haya notificado la -

resolución. 



III. La autoridad encargada de resolver el recurso 

proveerá desde luego el desahogo de las pruebas ofreci-­

das. Al efecto, señalará un término de quince días den-­

tro del cual los interesados deberán exhibir todos los -

documentos que hubieran ofrecido¡ asimismo, deberán pre­

sentar a sus peritos y testigos. Si por la naturaleza de 

las ptuebas ofrecidas o porque su desahogo dependa de 

terceros, la autoridad considera insuficiente el plazo -

de quince días,podrá ampliarlo hasta por tres meses más; 
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IV. Para la resolución de los recursos, las autori­

dades fiscales podrán pedir que se les rinda los informes 

que estimen pertinentes por parte de quienes hayan inter­

venido en la formación de la resolución o acto reclamado; 

V. Rendidas las pruebas y recibidos en su caso, -­

los informes, se dictará resolución dentro de un plazo 

que no excederá de treinta días. 

Estas reglas, según se dispone en el primer párrafo 

de la transcripción, se aplicarán tanto a los recursos e~ 

tablecidos en el Código, como a los que se encuentren es­

tatuidos en algún otro ordenamiento particular del mismo 

carácter fiscal, siempre y cuando no tenga señalado trá-
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mite específico. En esto no existe problema ni teórico ni 

práctico, s·obre todo porque aquí se está reconociendo 

acertadamente la naturaleza supletoria del Código ya mu­

-chaS veces senalada. 

REQUISITOS PARA SU PRESENTACION 

LoS requisitos que debe llenar la promoción por la 

cual se interponga el recurso son: 

a} Que se presente por escrito~ En este caso, se es­

tá estableciendo la forma escrita que prevalece a casi t2 

dos los procedimientos administrativos. 

Desde luego, resulta obvio señalar lo acertado de la 

disposición, pues con ello se cuentan un número de probl~ 

mas, que surqirían, en cambio, si tal procedimiento tuvi~ 

se carácter oral. 

b) Que en ella se expresen los agravios. A este res­

pecto la~ autoridades jurisdiccionales, reiteradamente, -

han considerado que la expresión de los agravios debe ha­

cerse argumentando coherentemente las razones por las cu~ 

les el acto entraña violaciones a la ley en cuanto al fon 

do o a la forma. En tal virtud, no puede tenerse como ex­

presión de agravios la simple reiteración de los argumen-
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tos esgrimados por el particular cuando tuvo oportunidad 

de hacerse oir previamente a la emisión del acto contra el 

cual se inconforma. Se insiste, y en esto estamos de acueL 

do con la jurisprudencia de la suprema Corte. ( 27 ) por -­

agravio debe entenderse la lesión de un derecho cometido -

en una resolución judicial por no haberse acatado lo dis-

puesto en la ley o por no aplicarse la norma que rige el 

caso: por cor.siguiente, al señalar cada agravia, debe el -

recurrente precisar la parte de la sentencia que lo causa, 

el precepto violado y explicar el concepto de l& infrac--

ción; no siendo apto para ser tomado en consideración de 

estos requisitos. Si bien para efecto de los recursos ad-

ministrativos, el criterio sustentado en tal jurispruden-

cia, puede atemperarse por su excesivo rigor, propio de -

un procedimiento jurisdiccional, resulta verdaderamente 

ilustrativo de lo que debe entenderse por agravio y su m~ 

nifestación. 

Entonces la expresión de agravios, en nuestra mate-

ria, deberá hacerse a través de argumentos lógicos en 

los cuales se precise la causa por la que estime vio-

( 27) Apéndice de Jurisprudencia de 1917 a 1965 del Serna 
nario Judicial de la Federación. Jurisprudencia cO 
mún, al Pleno y a las Salas Núm. 28, pg. 63. -



latorio el acto, haciéndose el señalamiento de la norma 

de este modo no aplicada o ejecutada erróneamente. Desde 

luego, también de acuerdo con la jurisprudencia de la -­

Corte, no podrá ·considerarse como a9ravio la simple mani 

_fest~ción de inconformidad con el sentido de la senten--

cia {o del acto administrativo), recurrido, pues el pro-

movente, en todo caso, debe hacer la impugnación en los 

términos inducidos, y 

e) Que se haga de inmediato el ofrecimiento de prue­

bas. En este caso el recurrente queda obligado a ofrecer 

las pruebas, pero no a su aportación inmediata, aún tra-

6& 

tandose de documentos que ya obraran en su poder, según 

se verá más adelante. 

El Código solamente señala en los recursos de oposi-

ción de tercero y reclamación de preferencia, la no admi-

sibilidad de la prueba consistente en la declaración del 

ejecutado para acreditar el ·derecho de opositor o del re­

clamante. 

Según se ~emarc~,~n ·tiempo, en el Código derogado se 

·s-eñalaba ,-a_ este:_·~·is~~--~re·~·pecto que no- podría consistir el 

documento- pr?bat.o~io .alUdido:en.su artículo 116 en la con 



fesión del ejecutado, recibida can posterioridad a la n~ 

tificacíón del crédito fiscal, o, a falta de ella, al r~ 

querimiento de pago ordenado por la oficina ejecutcra. -

En cambio, ahora, pomo puede apreciarse, la declaración 

o confesión del ejecutado, rendidas antes o después de -

la notificación o del requerimiento, no serán aceptadas 

como pruebas. Muy importante resulta lo ordenado en el -

Código,respecto de las pruebas que razonablemente hubo -

oportunidad d2 rendir con anterioridad a la realización_ 

del acto o a la emisión de la resolución recurridas. 

El principio consagrado aquí, en el sentido de que 

en tal supuesto solamente se admitirán en el recurso las 

pruebas allegadas en aquel momento, es el mismo sancion~ 

do en términos semejantes en los Códigos Federal de Pro­

cedimientos Civiles y el relativo al Distrito Federal sus 

artículos 253, por cuanto hace al primero y 708 respecto 

de este último. 

En materia fiscal queda ilustrada la hipótesis en -

los casos del articulo 84 fracción vrrr del código rela­

tivo a la inconformidad en contra de los actas levanta-­

das con motivo de visitas domiciliarias, como tales ac--

67 
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tas por su misma escencia y por 9isposición de.la ley -­

(fracción V del mismo precépto), no'producefl efecto de -

resolución final, resultará que la propiamente de esta -

naturaleza, quedará motivada tanto por los heChos ahí -­

asentados, como por los --elementos, entre ellos las prue­

bas aportadas previamente por el visitado. Si estas prue 

bas no se allegasen en los términos señalados en el pre­

cepto, entonces el interesado perderá el derecho de ha-­

cerlo posteriormente, v.gr.en el período probatorio, _den 

tro de la substanciación de algún recurso administrativo. 

La disposición del Código, debe entenderse, no permite -

que se lleven al conocimiento de quien resolverá el re-­

curso, pruebas distintas de aquellas respecto de las 

cuales el recurrente tuvo oportunidad de aportar en esa 

primera ocasión. 

Por oportunidad razonable el informe razonado de la 

Comisión Redactora del Código, considera "no solo lo que 

otorga la ley, sino también la que conceda la autoridad", 

sintetizando en este concepto los casos en que sí proce­

de el ofrecimiento de nuevas pruebas. Estas, según consl 

derarnos, vienen a ser las mismas consagradas en los Códi 



gos de .Proc~dim.ientos Civiles (Federal y para el Distrito 

Fe,~er.alJ, por cuyo motivo las disposiciones de ellos cit,! 

das, resultan de evidente aplicación supletoria. 

'El código.no prescribe ninguna otra limitación y -

po~ ~n~e, podráñ ofrecerse todas las demás pruebas idó 

nea~ al juicio del interesado, siempre y cuando tengan r~ 

!ación inmediata con los hechos controvertidos, de acuer­

do· con el art.iculo 79 del Código Federal de Procedimien-­

·tas Civiles y lógicamente, como lo establece el artículo 

278 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, no estén prohibidos por la ley, ni sean contra-­

rías a la moral. 

LUGAR DONDE SE INTERPONDRA EL RECURSO. 

El Código señala con claridad, primeramente que la 

promoción por medio de la cual se interponga el recurso, 

deberá pres~ntarsc ante la autoridad que dictó o realizó 

e1 acto impugnado; o cuando el recurrente tiene su dorniel 

lio en población distinta del lugar en que reside la aut2 

ridad citada, presentarlo ante la que le haya notificado 

la resolución. Los términos de l~ disposición resultan --
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claros por completo. 

POSIBILIDAD DE INTERPONERLO POR CORREO. 

Asimismo se establece la posibilidad, únicamente -

cuando el inconforme tiene su domicilio en población di~ 

tinta del lugar de residencia de la autoridad que dictó 

o realizó el acto recurrido, de que el escrito sea envi~ 

do por-correo certificado con acuse de recibo. 
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Acerca del uso del correo debe tenerse en cuenta el 

criterio de la corte ( * ),sustentado con relación a de--

mandas de amparo interpuestas por correo, cuando el que-

jaso tiene su domicilio en el mismo lugar del Juzgado o -

Tribunal donde presentar su promoción. Nuestro Máximo Tri 

bunal expresó en este caso que demanda debería tenerse --

por interpuesta en la fecha de su recepción en el Juzgado 

o Tribunal y no en la del depósito ~n el correo. 

Es interesante este criterio y debe considerarse c2 

rrecto, porque el uso del correo en los casos de amparo, e 

igualmente tratándose de recursos se establece en la ley -

con carácter limitativo. Si bien dentro de algunos impues-

( • ) Amparo en revisión 2905/69, Informe 1970. Segunda 
Sala. pg. 97. 
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tos en especiál,. caso· ·concreto al de la Ley del Impuesto 

Sobr:e 1~ R~nta,: se autoriza el empleo de la vía postal P!!. 

ra el cumplimiento Ce determinadas obligaciones, ello se 

haé:t? ta.~bién: ·en forma restringida. En efecto, en el artí­

culo primero del Reglamento de aquella Ley se aprueba el 

uso de la vía susodicha para la remisión de los avisos, -

declaraciones y manifestaciones a que se refiere la Ley y 

su propio reqlamento, pero excluyéndose expresamente de -

esa facilidad el envío en esta forma de aviso de clausura. 

Estos, necesariamente, deben ser presentados en la ofici­

na receptora directamente. En tal virtud, aún en el caso 

de recursos interpuestos contra actos de la autoridad con 

sistentes en la aplicación de esa Ley, el inconforme sólo 

podrá valerse de la vía susodicha si su situación coinci­

de con la señalada en el artículo 159, fracción II, pues 

de otra suerte, la defensa se considerará interpuesta en 

la fecha de recepción de su escrito en la oficina y no en 

la de su depósito en el correo. 

PLAZO PARA INTERPOSICION DEL RECURSO 

Respecto al plazo para interposición de recursos e~ 

tablecido en términos generales de diez días (siguientes -
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al en que surta efeCto'la notificación.del acto recurri -

do}, en los capítulos de revocación y de oposición de te.r. 

cerai señalábamos que t·a1 plazo no se interrumpe por la i!!, 

terposición.d~ recursos no .procedentes. Así se desprende 

de la.Jurisprudencia de la suprema Corte, expresada como_ 

sigue: r 

--"La _interposición de recursos ordinarios improce -

dentes,- no interrumpe el plazo para pedir amparo". ( 29) 

criterio de cabal aplicación en el área fiscal. 

Sobre la misma cuestión del plazo, en los capítulos 

de oposición de tercero, reclamación de preferencia y nu-

lidad de notificaciones, se precisaron los alcances del 

precepto en esos casos particulares. 

SUSTANCIACION DE LOS RECURSOS 

Los trámites a seguirs~, una vez interpuesto el 

recurso, están redactados en términos bien claros. Y por 

lo tanto nos concretaremos a comentar la parte rela,tiva 

a las pruebas documentales que debe exhibir el recurren-

te y a las disposiciones en general concernientes a la 

autoridad facultada para sentenciar y resolver los recur-

sos: 

(291 Apéndice de .Jurisprudencia de 1917 a 1965 del Semana 
tio Judicial de la Federación. Jurisprudencia Común­
al Pleno y a las Salas Nóm. 156, pág. 291. 
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a) De la recepción de las pruebas. cuando los doc~ 

mentes que deben ser exhibidos no estuvieran en poder del 

interesado, sino en alguna oficina de carácter público, -

el inconformado deberá acreditar que oportunamente solici 

tó tales documentos, lo cual se consigue con la exhibí -­

ción de un tanto del pedimento debidamente sellado de re­

cibido. Esto, de conformidad con los criterios jurispru-­

dencic,les de la Corte, producirá el efecto de que no pue­

de dictarse resolución alguna hasta en tanto el documento 

sea expedido por la autoridad a quien se le ha solicitado 

la copia. En este caso, la propia autoridad que conoce -­

del recurso, de acuerdo con la fracción IV del precepto, 

podría solicitar la expedición del documento en los tér­

minos contenidos en la excitativa del interesado. 

b) De la autoridad que resolverá los recursos. Re~ 

pecto de las disposiciones en general referentes a la co~ 

petencia de los órganos integrantes de la Secretaría de -

Hacienda para conocer y resolver los recursos, ténga­

se presente que a lo largo de este trabajo hemos hecho e~ 

pecial énfasis en que en el Código Fiscal no existen dis­

posiciones al respecto. La Procuraduría Fiscal, ante esta 



situación, originalmente giró instrucciones dentro del á!!! 

bito mismo de la Administración, haciendo ese particular 

reconocimiento y afirmando que sería en el Reglamento In­

terior de- la prop!a secretaría, aún no redactado, donde -

tal distribución de competencias-se debería hacer hacer y 

supliendo esa laguna, dió a .conocer su oposición (en for­

ma de verdadero instructivo), respecto a las autoridades 

que deberían intervenir en ia trám1-tác1-órl ae .cada recurso 

en particular. 

Estas directrices de la Pi:'ocu~él.du-ría ya fueron da-­

das a conocer y se comentaroñ. en cada- capítulo, por cuyo 

motivo consideramos agotado su estudio. 
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Vimos después como tal instructivo fué afectado por 

la desaparición de la Administración General de Impuestos 

al Ingreso y enla delegación parcial de la competencia pa­

ra conocer de los recursos a las Administraciones Fiscales 

Regionales. 

En el Decreto que creó la Dirección General de Legi~ 

lación Tributaria, como una dependencia de la Subsecreta-­

ría de Ingresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú­

blico, para que en él, medularmente se afectaran las disp2 

siciones de la Procuraduría, hasta entonces, en buena par­

te aplicables. 



Cofia en el Decreto no se han dado instrucciones a -

través de las cuales en la práctica se dé cumplimiento a 

lo ahí ordenado, sería dificil pronunciar algún criterio 

sobre el documento. Resaltan en él, desde luego, algunos 

aspectos que amerita comentarlos: 

La Dirección creada por el instrumento en cuestión, 

conocerá de todo tipa de recursos siempre y cuando no se 

haya delegad~ tal facultad a las Tesorerías de Estado o a 

las Administraciones Fiscales Regionales. La limitación -

en este sentido no se motiva en la naturaleza misma del -

recurso, sino por razones accidentales (calidad del suje­

to pasivo o contribuyente, particularidad del impuesto, -

etc.) 

La nueva Dirección tramitará y resolverá íntegra-­

mente los recursos dentro de esa limitación. Debe supone~ 

se entonces, que aún cuando en el Código se precise part.!_ 

cularmente la autoridad ante la cual se deberá interponer 

el recurso (caso concreto de la oposición al procedimien­

to ejecutivo y de la oposición de tercero), las promocio­

nes correspondientes deberán remitirse por las oficinas -

receptoras a dicha dependencia sin mayor trámite; y que -

por lo tanto las disposiciones internas dictadas por la -

75 
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Procuraduría Fiscal, dadas a conocer Oportunamente, rela­

tivas a·la competencia otorgada a determinada~ órganos_ de 

la secretaría, a P.lla misma inc~us~ve, para resplver defi 

nitivamente o paru proponer la resolución de los recursos, 

han quedado sin efecto. 

En el mismo acuerdo se faculta a la Dirección cita­

da para resolver lo procedente en relación con instancias 

de reconsiderac!ón de los contribuyentes. Seguramente se 

aclarará el significado que se quiso dar a instancias de_ 

reconsideración, porque según se puso de manifiesto, de -

acuerdo al principio consagrado en el Código, no hay re-­

curso en ausencia de ley y, cuando menos en este ordena-­

miento, no existe el de reconsideración. Resultará sensa­

to, pues, pensar que esas instancias son precisamente las 

for~u~adas con esa particularidad, es decir, sin tener el 

carácter de recursos, a las cuales, por otra parte, por -

mandato de la Constitución, deberá recaer una respuesta -

de la autoridad en cualquier sentido. Conviene precisar el 

concepto porque en más de una ocasión, a promociones de n~ 

turaleza bien definida en el Código, se les ha dado, equí­

cadamente, aún dentro del ámbito mismo de la Administra--
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ción, precisamente el nombre de reconsideracíones, como s~ 

cede con las de condonación lo que puede sembrar confusio­

nes. Colateralmente, sobre dichas instancias de condona -­

ción y las previstas en el Código, cuyo-conocimiento viene 

corriendo a cargo de la Procuraduría Fiscal, de acuerdo 

con su Ley Orgánica, actuación reconocida como legítima -

por las autoridades jurisdiccionales, deberá hacerse luz 

respec·;o de si el conocimiento y resolución de tales ins­

tancias corresponderá a la Nueva Dirección, de acuerdo con 

el contenido de la fracción VI del artículo 30 del Decreto, 

o tal facultad seguirá siendo retenida por aquel organismo. 

Como las facultades en cuestión le han sido conferidas a -

la Procuraduría a través de un acto formal y materialmente 

legislativo, pensemos que solo se le podrán segregar me -­

diante otro de la misma naturaleza. 

Finalmente se hace preciso seftalar complementaria-­

mente el tratamiento qüe deberán recibir los recUrsos ya 

interpuestos,pero pendientes de resolverse cuando entró en 

vigor el Decreto. A este respecto pensarnos que aquellos 

pendientes de resolución, se remitirán en el estado en que 

se encuentren a la Dirección citada. 
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FACU!,TAD DE LA AUTORID?.D PARA PEDIR INFORMES. 

se -establece la posibilidad, ya referida en párra­

fos anteri.ores, de que las autoridades fiscales pueden pe­

dir informes a quienes hayan intervenido en la formación o 

resolución del acto reclamado. 

Se estima correcta la disposición porque ante todo, 

el Fisco debe de respetar el contenido del_ artículo 31, 

fracci6n IV, Constitucional, procurando por todos los me­

dios a su alcance, hacer equitativa la carga fiscal. De e§_ 

ta suerte, en el caso de los recursos, cuyo contenido es 

la inconformidad sobre la aplicaci6n de la Ley, el Fisco 

queda obligado y facultado a la vez, a dictar su resolu -­

ción con vista a todos los elementos necesarios para hace.E_ 

lo. 

PLAZO PARA RESOLVER LOS RECURSOS. 

En la fracción V del artículo 159 del Código, se e.§. 

tablece el plazo de 30 días, muy 'razonables por cierto, pa­

ra que la autoridad resuelva una vez que se hubieren rendi­

do las pruebas y,. en su caso, recibidos los informes rnenciQ 

nados en la fracción precedente, al respecto la Corte sef\a-

1,.: 
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111LJOlfc1. 

Resoluciones Administrativas Revocación de las 

La facultad que tienen las autoridades administra-

ti vas para_ reconsiderar sus resoluciones, revocándolas -

no existe cuando deciden una controversia sobre aplica -

ción de las leyes que rigen en su ramo, creando derechos 

en favor· de tercero, o cuando las resoluciones crean der~ 

chas a favor de las partes interesadas, pues esos dere --

chas no puedun ser desconocidos por una resolución poste-

rior, dictada en el mismo asunto. 

Quinta Epoca: 

Tomo v. Pág. 649. Olivares Facundo y Ccags. 

Tomo.XV. Pág.335, Menchaca José v. 

Tomo XVII.Pág. 925. Wong Fooh Yee y Cia. Sen 

19 

Tomo XVIII, Pág. 428, Cia. Palomos de Terrenos y G~ 
nadas, S.A. 

Tomo XVIII.Pág. 1455. Tejeda Nicolás. 

Los actos de las autoridades Administrativas; que -

no han· sido legalmente fundados en las leyes o reglamentos 

que--lcHf-rigeñ·;,--no otorgan-derechos -a sus titulares-, y,- po~---=-o 

tanto, su revocación por las propias autoridades .no es, vi.Q. 

~atoria de garantías individuales. ( 30 ) 

( 3C l Quinta Epoco. Tomo LXXI. Pág. 3089;· Arroyo Saturni 
no y Coags. 
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Revocación de las Resoluciones de las Autoridades -

Administrativas. 

El artículo 4~ del Decreto del 9 de.:juli:o de 1~21, 

no jus.tifica que pueda hacerse un,a ex~.épc::~ón a. la juris-­

prudencia establecida por la Segunda .Sala':de .. la s.uprema -

Corte de Justicia, respect:o a que .. -~~s-~.Cl:ll:~_O.ri~~~es ~dmini.§. 

trativas no pueden revocar: las· re~-~-lu~:¡~~~~ qU-~ d-icten, -

cuando estas creen derechos a ._fav~-~ d~- lo_~; particulares. 

( 3~) 

Las·~,autoridades ·Administrativas no pueden revocar -

sus resolúciones libremente, Sino _que ·están sujetas a de-­

terminadas _liIDitaciones, entre las que cuenta de manera -

·principal, la de que, siguiendo e~ principio de la autor! 

dad administrativa solo puede realizar sus actos bajo un_ 

orden jurídico, la revocación de los actos administrativos 

no puede efectuarse mas que cuando lo autoriza lü regla g~ 

neral que rige el acto. { 32) 

Efectos de las Resoluciones Administrativas. 

Si la resolución dictada debida o indebidamente, no 

es recurrido en forma legal, no deja de causar estado, ya 

que fije det:2rrninadas circunstancias generadores de dere-

31) Quint.a Epoca: Ton10 :o;:(r. Pág. 351. Núflez Valades 
Lloren te 

32) Quhta Epoca Torno LXXI. Pág. 2310. Cervajal de Sa-

ra nda Maria. 
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cho que no pueden ser modificados, sino siguiendo los prg 

cedimientos que la ley aut.orize; y si no hay ningún pre­

cepto legal que faculte a la autoridad para modificar la 

resolución y la modifica, es evidente que viola las garan 

tías que consignan las artículos 14 y 16 constitucionales, 

en perjuicio_de ·las partes· interesadas. { 33) 

Ejercicio de la Facultad de la Revocación Adminis-

trativa. 

A~mitiendo que las autoridades administrativas_ ar-

denadóres, como superiores jerárquicos de los ejecutores 

del acto, tengan facultades que se sefialan como implíci-­

tas en relación de jerarquía, para revisar el acto de re-
yocación en la esfera administrativa, y no lo hicieranf -

debe concluirse que una cosa es que las ~utoridades supe­

riores tengan la facultad de revisar los actos que reali­

cen las autoridades inferiores jerárquicamente y otra di~ 

tinta que hagan uso de tales facultades. ( 34) 

cuando el acto administrativo es contrario a la ley, 

no puede engendrar derechos ni producir consec~encías juri 

dicas, sino a lo más, una aparente situación legal, cuya -

destrucción no implica lo que en términos técnicos se de-

31) Quinta Epoca: Tomo XXVIII. Pág. 1706. Castillo Ca­
nales Diego. 

34) Sexta Epoca. Tercera Par~e. Vol. CXXIV •. Pág. 95, 
A.R. 137 ·/67 Pelicit.as Montoy Hernández, mayoría 
d~ cua~·; votos. 
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nomina privación de un derecho; por tanto, las autorida-

des administrativas pueden revocar en tales casos como· -

sus propias resoluciones, sin incurrir en violación de -

garantías individuales. (35} 

Dentro de nuestro sistema constituciOna(· no __ bcls_ta 

que una autoridad tenga atribuciones para dictar alguna_ 

determinación, para que ésta se considere legal e imperiQ 

samente obedecible; máxime cuando tal determinación es r~ 

vocatoria de otra anterior otorgada en favor de algún in-

dividuo. I,os artículos 14 y 16 de la Constitución General 

de la República imponen a todas las autoridades del país 

la obligación de oír en defensa a los posibles afectados. 

Con tales determinaciones, así como la de que és--

tas, al pronunciarse, se encuentren debidamente fundadas 

y motivadas. 

Sexta. Epoca, Tercera Parte. Vol. XV. Pág. 33. AR 

7225/57 •. Benjamín Romero Villa. Unanimidad .de 

Vol. XIX. Pág. 4 7. AR 5501/58. Láboratoriás 

mex, s .A. t.ÍnániIDidad -. de 4 v'ó'toS~:-~·:,. ··.'~.(· -~;~:~~>/~~~>: 
Vol. XXIII. Pág. 9. AR 57:Í3/Ss:'~ib6i:~toii.;~' DonoÍlt 

S.A. 5 Votos. 
,"A"' '.::;:~: '\,-.;:j. 

,'.'·:-~' -º·\r~ .. _ 

( 35 ) Quinta Epoca.Tomo LXX, Pág. ·55o;<·Gol:dsmith Garden 
Mowse Eljasz. 



Vol, XXXII. Pág. 35, AR 2988/59. Mead Johnson de 

México, .. S.A. Unanimidad de. 4 votos. 

Vol. XXXIII. Pág. 21. AR 2125/59. Antonio García 

Michel, 5 Votos. 

DEMANDAS OBSCURAS, IRREGULARES O IMPRECISAS. 
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Ya en alguna parte de la obra nos referimos a las 

demandas donde se interponen dos o más recursos, cuando -

algunos son ~ontradictorios entre sí y apuntamos la solu­

ción respecto del trámite que se les debería otorgar a -­

esas promociones; pero cuando la demanda fuese simplemen­

te obscura, irregular o imprecisa, la autoridad le manda­

rá aclarar, pues así lo establece la jurisprudencia de la 

Corte tratándose de demandas de amparo deficientes en 

esos términos, respecto de las cuales dice: No debe el 

Juez desecharlas de plano sino mandar que sean aclaradas 

en los términos de la ley, criterio que consideramos de -

aplicación en la rarn~ de los recursos fiscales, porque se 

refiere a situaciones idénticas. 

ACREDITACION DE LA PERSONALIDAD. 

Conforme el criterio seguido por el Segundo Tribu-­

nal Colegiado en Materia Administra~iva del Primer Circui-



to, vertido con.relación al momento en que debe acredita~ 

se la personalidaa·en el caso de los recursos interpues­

tos mediante· representante. 

"Personalidad en la fase oficiosa del procedimien-

94 

to'.'.- Si el actor omite acreditar su personalidad en la -

fase oficiosa del procedimiento, la aut~ridad aebe reque­

rir al promavente para que complete su demanda, y no des~ 

charla de plano, pues si los artículos 69 y 70 del Código 

Fiscal de la Federación no sefialan concretamente el mamen. 

to en que debe acreditarse tal personalidad, se debe lle­

nar la laguna de la Ley, atendiendo a las disposiciones -

supletorias de los Códigos Fiscal de la Federación,- Fede­

ral de Procedimientos Civiles y de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal, respecto de la personalidad y -

la oportunidad de acreditarla. ( 36) 

De acuerdo con las disposiciones y criterios traí--

dos a colación en las lineas anteriores, la autoridad qu~ 

da obligada a requerir a los interesados que subsanen las 

deficiencias contaminadas en los escritos, por medio de -

los cuales interponen recursos, siempre y cuando aquellas 

no sean trascendentales, sin proceder al rechazo o resol~ 

( 36) R.F. lB/71, Informe :971. Segundo Tribunal colegia 
do en Materia Administrativa del Primer Circuito.­
Pág. 78. 



ción negativa d~ -esas promociones imperfectas. En tales 

supuesto~, de acuerdo cori.el artículo 297 fracción II, -

del,cqd¡go Federal-de Procedimientos Civiles, aplicado -

en forma· s·u'pletbrfa·,_ se deberá otorgar al recurrente el 

plazo ahí señalado para hacer esa corrección. 

AUTORIDAD QUE CONOCERA Y RESOLVERA EL RECURSO 

La disposición integra de la Procuraduría Fiscal, 

consultado e~1 ese lugar, textualmente dice: 

"I..- Revocación.- l~ Corresponderá a esta Procura-· 

duría la resolución de este recurso, cuando se haga valer' 

la exención de las facultades de la Secretaría a que· se: -

refiere el Código Fiscal de la Federación o la p~:es~:rfp~~-,. 

ción seftalada por el propio ordenamiento •.. 

85 

~ . . .,'./ 

2.2. - Corresponderá resolver a 1-a Admiriist:ra\:ión Ge-

neral de Impuestos al Ingreso, cuando se -tr=~t-é -de:-r-~t~~~:_~~­
ciones en materia de Impuestos sobre la Re.~t-a'._- o :il1.9l:~so5. 

Mercantiles, de acuerdo con el oficio glr~~o ~-Por:::~¡~-~~ ~!!: 
ministrador a los Directores_ del Impuestó--sobre -la-_-Rénia-· -

e Ingresos Mercantiles el 7 de abril de 1967. 

3~.- En cualquier otro caso el recurso deberá· ser 

resuelto por la autoridad que emitió la resolución que se 
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impugne". 

Es de aclararse que el punto 2~ dejó de tener viqen 

cia al desaparecer dentro de los organismos de.la Secret~ 

ría, la Administreción General de Impuestos al Ingreso. 

Lerdo de Tejada criticó esta disposición porque se­

gún afirma: "Pretende desvirtuar la naturaleza tradicional, 

reconocido por toda la doctrina del Derecho Administrativo, 

del recurso de revocación, exclusivamente en materia de i~ 

puestos sobre la renta en ingresos mercantiles, puesto que 

de esa manera se convierte en .. recurso jerárquico'", o sea, 

medio de impugnar un acta administrativo ante el superior 

jerárquico del órgano que dictó el acto o resolución•. Co­

mo tal administración ya no eY.iste y las instrucciones co­

mentadas eran de carácter interno, las Direcciones del I~ 

puesto Sobre la Renta y de Ingresos Mercantiles, puede de­

cirse, resumieron sin orden expresa, o si la hubo la descg_ 

nocemos, las funciones que correspondiéndolas naturalmente 

de acuerdo con--los postulados de la doctrina, se les habían 

segregado a consecuencia de esa disposición. 

Posteriormente el c. Secretario de Hacienda y crédi­

to Público, mediante acuerdo del 25 de junio de 1975 dete~ 



minó que la resoluci'ón de los recursos administrativos de 

oposición-~l·p~~cedimiento ejecutivo, oposición de terce­

ro, reclaffiaCión de preferencia y nulidad de notificacio-­

nes imPu.qnadas, corresponderá a las Administraciones Fis­

caleS Reg.ia'nales. Aunque la disposición podría entenderse 

de-otro-modo,la facultad así concedida no se limita a los 

casos -en que los recursos interpuestos deriven de nego 

cios cuyo conr.cirniento también se les hubiere delegado a 

las Administraciones, sino que abarca la totalidad de los 

recursos citados, sin importar su origen. De esta suerte, 

la revocación, por un tiempo, siguió resolviéndose por -­

las Direcciones antes citadas, en virtud de la retención 

que hicieron de dicha facultad, de acuerdo con el Decreto 

aludido, hasta que finalmente, por acuerdo del Secretario 

de Hacienda y Crédito Público, dictado el 19 de septiem-­

bre de 1975, fué creada la Dirección General de Legisla-­

ción Tributaria, como una Dependencia de la Subsecretaría 

de Ingresos a la que le asignaron, entre otras las si -­

guientes facultades: 

Artículo Tercero.- Se delega en la Dirección Gene­

ral de Legislación Tributaria. 

87 
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VI.- Tramitar y resolver los recursos administrati 

vos que no se hayan delegado a Tesorerías de Estados o a 

Administradores Fiscales Regionales, así como ejercer las 

facultades a que se refiere la fracción VI del artículo -

14 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, y tramitar y r~ 

solver lo que proceda en relación con las instancias de -

reconsideración de los contribuyentes. En el único artíc.Y, 

lo transitorio del decreto, se precisó que entraría ~n v!. 

gor al día sigui~nte.de_su publicación en el Diario Ofi-­

cial de la Federación. Por cuanto hace al recurso de reV.Q. 

cación, particularmente, se puede afirmar que con él, en 

forma radical, se ha cambiado la naturaleza de este medio 

de im_pug~aci.ón ._ Y en ningún caso su resolución correspon­

derá· a la mrsma autoridad emisora del acto recurrido, ca­

racterística escencial de esa defensa, de acuerdo con los 

postulados ~e la doctrina. 

Es~e medio de impugnación ha sufrido una metamorf2 

sis que lo c?nvierte ___ en~_un r~~~;"!J_O -~!! ~~y-~s~c;)n ,_o acaso _-

de tipo jerárquico, pero de naturaleza medularmente <lis-­

tinta al de revocación. 

Concluimos, en que: El·. recurso consagrado en el có-



di9o ·y ·denomina.do ·-ahí. c'omo: de -r~vocaciión, resu'elta de 

aCuerdo b~n. s-~~::·COrifii]'u~~ac¡.~n~· -ún-medio_ impugnativo a tra­

vés del cual -el reCUrrente -obt~·erie de ·.·la. propia adminis­

tración un_-~~liisi~ d{ sü~- ~-ctos;.-a:·la luz d~ los elemen­

tos áp·O-rtadoS---·Par· el -·promovente en apoyo de su inconform_i 

dad, .aunque no sea preCisamente el órgano responsable de 

ellos quien resuelve el recurso mediante su confirmación, 

moficación, revocación o anulación. En este caso, se ha -

otorgado al particular una defensa, pero sin ajustarla a 

los linderos dentro de los cuales la teoría jurídica ha -

ubicado a la revocación; actitud que ciertamente resulta 

legítima, según se ha expresado líneas atrás. 
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En la práctica se ha planteado el problema acerca·­

del tratamiento que debe darse a los escritos en--los cua-

les se interponen recursos administrativos en general, --

cuando son presentadas en un dependencia distinta de la -

señalada en el Código. A este respecto la Proc_u~adu~ia -­

Fiscal externó un criterio en el sentido de que debe te-

nerse al particular por inconforrnado desde la fecha en-~ 

que su promoción se presentó equivocadamente en esa of ici-

na. dispuso, asimismo, que sea ésta qu~en remita el es­

crito en cuestión a la que resulte competente de acuerdo 
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con las norm~s del Códi"go y·. demás disposiciones a.plica--

bles. 
' . ' -

Hi'Zo-.. hincápié-- la·. Procurad\frÍa en que- los recifrSos 

·pre~~·n~~d:~s º~-~n_, esta;_f-Oima ir~eg~iar:, deberían substan--
. . . . -

ciars'e ·tC>'tainientt?· ·conforme a ·-los principios de la equidad, 

afirm~~d-~ ai-_mís~o tiempo·, justificadamente, que la Seer~ 

- tar-Li- cie.--HaC-~enéf~:- cOiistitüye- una unidad administrativa de 

ta ·cUar no existe Reglamento Interior, por cuyo motivo 

tamp~co'hay disposición alguna, de carácter obligatorio -

para ·los particulares, donde se establezca cual es la au-

toridad encargad~ de resolver los recursos administrati--

vos. 

REQUISI'ros PARA SUSPENDER EL PROCEDIMIENTO. 

11 Se suspenderá el procedimiento administrativo de -

~)equción _durante la --tramitación de los recursos adminis­

trativos o juicios de nulidad, cuando lo solicite el int~ 

resado y garantice el crédito fiscal de que se trate y --

los posibles recargos en alguna de las formas señaladas -

por este Código. 

"La suspensión podrá ser la suspensión en los casos 

de juicios de amparo, pues del espíritu de la norma se a.9. 
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vierte la idea de su posibilidad tratándose de cualquier 

medio de defensa, en cuya acepción más amplia se ubica el 

juicio autónomo de garantías; aunque en este último caso, 

por supuesto la misma autoridad avocada a conocer del ju! 

cio, podrá conceder incidentalmente dicha suspensión. 

Para probar el hecho de la existencia de la incon-­

formidad, el recurrente queda obligado a aportar a la ofi 

cina ejecutora, una copia de la promoción donde ella se -

conte:1ga, pero por razón lo que debe acreditar al mismo -

tiempo haberla presentado ante la autoridad carrespondien 

te. De este modo, en las oficinas siempre se exige del 

causante que su escrito de inconformidad, adjuntando a la 

solicitud de suspensi6n, contenga estampada constancia o 

sello en tal sentido o la exhibición de algún ejemplar 

con esta característica, para hacerse la certificación c2 

rrespondiente. 

b) Que lo solicite el interesado, esto es, la suspen 

sión no puede ser concedida de oficio. Dentro de este re­

quisito y en contra de lo establecido en algunas- disposi- -

cienes internas de tipo administrativo, debe estimarseap~i 

cable y considerar que ha mediado solicitud de esta naturaleza 



vierte la idea de su posibilidad tratándose de cualquier 

medio de defensa, en cuya acepción más am~lia se ubica el 

juicio a~tónomo de qarantías; aunque en este último casar 

por supuesto· la misma autoridad avocada a conocer del jui 

cio, Podiá .. -··concedE!r incidentalmente dich.a su.spensión. 

- Para probar el hecho de la existencia de la incon 

formidad, el recurrente queda obligado a aportar a la ofi 

cina e)ecutora, una copia de la promoción donde ella se 

contenga, pero por razón lo que debe acredita~ al misco 

tiempo haberla presentado ante la autoridad correspondie~ 

te. De este modo, en las oficinas sicoprc se exige d~l 

causante que su escrito de inconformidad, a~~~~~audc ~ 

solicitud de suspensión, contenga esLacpada constancia o 

sello en tal sentido o la exhibición de algún ejemplar 

con·esta característica, para hacerse la certificación c2 

rr~spondiente. 

b) Que lo solicite el interesado. esto esr la SU.é. 

pens_ión-nO- pliede ser concedida de oficio. Dentro de este 

requisito y en contra de los establecido en alqunas disPQ 

sicíones internas de tipo administrativor óebc estimarse 

y.considerarse que ha mediado solicitud de esta naturaleza 



cuando razonablemente no pueda darse otro significado a -

la prom?ció~, def:·pa~t .. icular v.gr.: cuando a través de 

ella- hace saber de la inconformidad a la oficina ejecuto-

i:ia, para. los efectos legales que proc;:edan". 

_e) Que se garantice el- interés __ fiscal -en a_lguna de 

las fórmiú~ senaladas en el Código. En este caso, aparte -­

de dicha disposición, debe tenerse.presente el contenido 

de los artículos 177, 178 y 179 del Reglamento de la Ley 

Orgánica de la Tcsoreria de la Federación. El inciso a) -

de éste último precepto, que se refiere parcialmente a la 

cuestión de los recargos, fijándolos un límite del 48 '! -

de la suerte principal, se encontraba en concordancia con 

el artículo 207 del Código derogado: como ese limite fué_ 

cambiado por el código en vigor, fijándolo ahora un 100 % 

actualmente las garantías se exigen por el doble del eré-

dito, precisamente en atención a los posibles recargos y 

gastos de ejecución. 
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Bien, si dentro del procedimiento de ejecución se -

hubieran embargado bienes bastantes para considerarse ga-

rantízado el crédito, no deberá exigirse la garantía adi-

cional como lo dispone el cuarto párrafo del precepto, p~ 

ro debe tomarse en cuenta que en estos casos y cuando la 



garantía se ha otorgado por el solicitan te en forma espe­

ci_al para lograr la suspensión del procedimiento, la Ha-­

cienda Pública podrá ampliar siempre los embargos y las -

garantías -en los términos de los artículos del Código y -

43 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Tesorería ref~ 

rentes a los primeros y artículo 85 del Reglamento para -

Oficinas Federales de Hücienda, para el caso de las segun 

das. Par su parte el artículo 186 del Reglamento, permite 

substituir las garantías mediante la satisfacción de -ios 
requisitos que allí mismo seftala el-precepto. 

Conforme- lo expresado anteriormente, sí dentro del 

procedimiento administrativo de ejecución se hubiera lle­

gado a la truba de bienes o negocios y posteriormente se_ 

solícita la suspensión del mismor otorgándose aparte la -

garantía del interés fiscal, podrá el interesado, funda-­

mentado, pedir el levantamiento del embargo por haberse -

reemplazado la garantía en este coso. 

La Secretaria de Hacienda puede, además, dispensar 

a1 pr~movente del otorgamiento de la garantía del interés 

fiscal, como lo señala el Código, cuando sean notorias la 

amplia solvencia del deudor o la insuficiencia de su cap~ 

cidad económica_ 
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CONCLUSIONES 

El recurso de Revocación, desde· el Derecho Romano 

hasta nuestros dias, es considerado· como el medio para 

enmendar los errores presen~ad~.s durante el procedimien 

to. 

Qce c~ntra las~ ,r~~~~u~7anis dicta~as e:' materia -.. ,_. 

fis_cal,: s~~o ·p~?c~~~rin. 10-~º· re·cu.rsÓs administrativos_ 

que estab~ezca~~l 0~6diqo o lo¿ demás ordenamientos 0
-­

fiscales. 

Quien se vea afectado por ur,a resolución adminis-

trativa donde se determinen créditos fiscales, podrá_ 

interponer el recurso de revocación o el juicio fte n~ 

lidad. 

El recurso puede sustanciarse por falta de compe­

tencia del funcionario para determinar créditos f isc~ 

les; por falta de fundamento del acto que se combate, 
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por-desvío de ~ode~ y por valer.- a· través de~_-Recurso pres­

cripció~. y: cad-uéidB:d,-

hacér .Váler-"·~~f~ ·i~fy:p-~-~~U~~-~-i~r:f-a· ·piSCal ···ae·· fa -Feae-ración 
:·~:<,-o_-

la · pre~·¿ri~p3¡-~H/ ,-~~iO~-:---~f-~-~~~u~~~ de ·revocación. 

E~-· a~-t.~ai ·código Fiscal distingue entre la extensión 

de los "créditos fiscales como consecuencia del transcurso 

del tiempo y la pérdida por el mismo de las facultades de 

las autoridades administrativas para determinar la existen 

cía de créditos fiscales. 

El Código Fiscal preveé cinco recursos a saber: 

La Revocación, la Oposición al procedimiento Ejecu­

tivo, la Opo.sición de Tercero; la Reclamación de pr~ 

ferencia y la Nulidad de Notificaciones. 



Corresponderá únicamente a la Procuraduría Fiscal 

la resol'ución de este recurso, cuando se haga valer la 

extensión de las faclllt'ades de la Secretaría a que se_ 

refiere el Código Fiscal de 1938 o la prescripción se­

f\alada en el prop~~- or~~!J-~rÍl~erito. 

' - - .-:- •• -~:' - ' : _; .; • -~-: - f ·:::. -~ :_ 

Según obser~~-~~·si;·i-fo_ F~Y -~-~~c~r,so -sin ley. - oe- acue~ 
do con ·los-- pri~c-iP'io~:._'fe6ii'Co~ · y. do-nSt-~·tuC~i.Orla-les ~ at ·_·al 

canee de la norm'a -f i~C~i>'-.-~~b·~ ~ i~~.iu_i
0

r~e:. la . s~~l~:~c~a .. "'." 

de la queja. 

. . . .. ::~-::. ~---. ·:.' 
La tramitación de los recursos se -SUj~-t-~-,-

guientes normas: 

Interponerse por escrito y dentro de los diez días 

siguientes al en que surta efectos -la -notificación- deL 

acto que se impugne, que la autoridad correspondiente -

desahogue las pruebas ofrecidas y reciba los informes -

solicitados. Y finalmente rendidas las pruebas y recibi 

dos los informes se dictará la resolución dentro de un_ 
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,.' ' ····· -
La int~~posición de·· los·_, reCUl::s6S··'co-i1forniÉ? él .crit~ 

rio de. -la Corte, es; que·.~·~e· .-·~~nd~~~ p~r-~' iJú:-e~;-¿eSt'C) e1 r~: 
curso de acuerdo _a lá_ f~·cha_ ·:~& ·:s·~ .. ·r~-~-~·Jrii~~ .. ~;~~:~<_:~~: ~;-·Í.bg, 

-~;:,;_;_¿_ '-.!. :..~-~· .<~....;:-'-- -·.::-:-··-' 

nal que-:conocerá- de·¡:-.= as\lflto·:Y,".ñ~c-~·en· Xa }fe_l :~'ép6;;ito-~·:en:·~,.~·: _ 
_ :;:.;~·-·· ±~-- .t._pt:,--, ~;;_-' 

el ca~rreo. ~-> -.~]f···· 

Es ñeceS.B.rio acreditar la person-alidád ~ae -qi.J_ien -­

present~ el recurso de Revocación y por ello la autori 

dad tiene la obligación de requerir al promovente para 

ello y no desecharla de plano. 

Correspond~ a la Procuraduria Fiscal la r~solllción 

del recurso de Revocación cuando se haga valer la ex--

cención de las faculta des de la Secretaría o_}.~ --~~~S0:__:-o­
cripción. 



Cuando se presenta un Recurso en una Dependencia -­

distinta de la señalada por la Ley, la Procuraduría FÍ.§. 

cal externó que deberá tenerse al particular por incon­

forrnado y la Oficina Receptora enviará el escrito en -­

cuestión a la que resulte competente. 
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